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1. La Expansión Ultramarina de Portugal y España.

Las primeras tentativas europeas por llegar a Oriente a través del Océano datan de finales del siglo XIII, pero fracasaron por ser demasiado prematuras. 

Estas fueron protagonizadas por genoveses y catalanes a partir de 1291, cuando la expansión musulmana amenazaba con obstruir el comercio oriental del Mediterráneo.  En ese año Génova organizó una expedición de dos galeras cuyo propósito era llegar a la India costeando África, pero fracasó.  Los catalanes, en 1346, tuvieron un sueño parecido. Jaume Ferrer traspasó, al parecer, el cabo Bojador y, al poco, la sombra se cierne sobre este viaje.

1.1.    Portugal y la Ruta Marítima a Oriente por las costas de África Occidental.
La vocación marinera de Portugal nació cuando las rutas comerciales entre el Mediterráneo y el mar del Norte convirtieron a este reino en escala de las flotas, y a Lisboa en un punto de encuentro. 
Cerrado su proceso de reconquista de territorios a los musulmanes, todos ansiaban nuevas tierras, principalmente tropicales, y nuevos mercados, como el ventajoso del norte de África.  La nobleza también compartía este espíritu de expansión. Búsqueda de esclavos, oro sudanés y trigo del Magreb fueron preocupaciones comunes a reyes, caballeros y burguesía. Asimismo se encontraba el afán religioso de lucha contra el islam y la posibilidad de ascenso social por méritos de espada.

La creación original del reino portugués fue trabajar, en su expansión ultramarina, junto a la Santa Sede, adoptando la denominada Teocracia Pontificia.

Así, Alfonso IV de Portugal en 1341 consigue del Papa Benedicto XII la dictación de una bula pontificia, por la cual se comprometía a combatir a los musulmanes del norte de África (los sarracenos) a cambio de recibir la décima parte (10%) de las contribuciones de los fieles cristianos, junto a la obligación de evangelizar dichos territorios.

A principios del siglo XV, Enrique el Navegante, hijo del rey Juan I de Portugal hizo del océano su feudo y proyectó llegar a las Indias siguiendo la ruta africana, es decir, circunvalando África, que se suponía abierta al sur. Lo imaginó como una empresa exclusivamente lusitana y no regateó ni esfuerzos ni dinero para conseguirlo. 
La conquista de Ceuta
, en 1415, significó participar en la ruta económica del estrecho de Gibraltar y en el comercio de oro y esclavos del norte de África, además de ser el comienzo de la gran aventura oceánica.

Para dirigir más de cerca este gran sueño, Enrique el Navegante abandonó Lisboa en 1438 y montó su cuartel general en el promontorio de Sagres, junto al cabo de San Vicente, donde fundó un gran centro de investigación náutica, único en su tiempo. Allí reunió a sabios de distintos lugares, los cuales, complementados de forma práctica con los navegantes de los puertos cercanos, hicieron progresar la ciencia de navegar.

En 1419 se produce la ocupación del archipiélago de Madeira y en 1439 el de las Azores (Açores), conocidos desde la antigüedad y redescubiertos a mediados del siglo XIV (1341-1342) siendo conquistados y colonizados definitivamente entre 1420 y 1450.  Enrique el Navegante pretendió el control exclusivo sobre estos archipiélagos y además sobre el de Las Canarias. 
En 1441 los portugueses llegaban a cabo Blanco y aparecían las primeras carabelas, en 1444 recorrieron la desembocadura del río Senegal o río del Oro. Poco después, se descubrió Cabo Verde
 (1445) y río Gambia (1446) y, probablemente, hacia 1460, Pedro de Sintra recorrió la actual costa de Sierra Leona.

Bartolomé Díaz (Bartolomeu Dias) descubre en 1487 el “cabo de las Tormentas”
, bautizado así por Díaz, en recuerdo de la tormenta sufrida al sobrepasar el extremo sur de África.  El nombre no gustó al rey Juan II, quien acuñó el de cabo de Buena Esperanza, más político y atractivo para las embarcaciones que en lo sucesivo habrían de cruzarlo, camino a la India. 

1.1.1. Las Islas Canarias y la rivalidad castellano-portuguesa.
Ante el avance portugués, los reyes de Castilla trataron de interponerse, alegando que como sucesores de los monarcas visigodos les correspondía a ellos el derecho de conquistar las costas africanas y las islas adyacentes (como lo eran las islas Canarias), y explotar su comercio.

Las Canarias eran conocidas en la época clásica (el historiador romano Plinio ya hablaba de ellas), pero es a partir del siglo XIV cuando comienza su conquista por los europeos. 

Se sabe que, desde 1291, comenzaron a llegar al archipiélago diversas expediciones genovesas y, más tarde, de aragoneses, andaluces, catalanes y mallorquines. Entre 1402 y 1405 se conquistan Fuerteventura, Lanzarote, Hierro y La Gomera mientras que Gran Canaria, La Palma y Tenerife quedan deshabitadas.

Pero durante la expansión ultramarina portuguesa son pretendidas por éste reino. A lo cual Castilla se opuso tenazmente, iniciándose un conflicto entre estos dos reinos por el dominio de este estratégico archipiélago.
1.1.2. El Tratado de Alcáçovas (o Paces de Toledo).

Entre 1479 y 1480, y por este tratado, se soluciona el conflicto por Las Canarias, que tenían Castilla y Portugal.  Fue firmado el 4 de septiembre de 1479, y los Reyes Católicos lo ratificaron el 6 de marzo de 1480, mientras el rey portugués Alfonso V lo hacía el 8 de septiembre del mismo año.

Este tratado resolvió el problema de la competencia entre Portugal y Castilla en la exploración del océano Atlántico. Por él, Castilla reconoce el dominio de Portugal sobre Madeira, Azores, Cabo Verde y todas las islas y tierra firme que tenga o adquiera de las islas Canarias para abajo contra Guinea
. 

Portugal, por su parte, reconoce a Castilla .el dominio sobre las islas Canarias y el de las tierras conquistadas y por conquistar.
Sin embargo, no terminaría aquí la rivalidad castellano-portuguesa, hecho fecundo en progresos para la navegación, el comercio y la geografía.

1.1.3. La Teocracia Pontificia.

En la Edad Media se había abierto camina la doctrina que defendía el poder universal del Papa para intervenir en los asuntos temporales de los pueblos, ya que la sociedad cristiana daba prioridad a los fines espirituales. De esta manera, la Iglesia, salvaguarda de la doctrina evangélica y, en su lugar, el Romano Pontífice como cabeza de la misma, podía tener jurisdicción sobre paganos e infieles, ignorantes o enemigos del Evangelio, y en algunos casos, incluso, disponer de sus tierras en favor de un príncipe cristiano bajo obligación evangelizadora.

Es decir, se reconocía al Sumo Pontífice como la autoridad superior en lo temporal y espiritual sobre todos los reyes y príncipes, producto de su investidura como vicario de Cristo. Es por dicha autoridad, que el Papa debía coronar al Emperador, podía quitar la legitimidad a los soberanos y podía instituir soberanos a príncipes cristianos en territorios en manos de infieles, entre otras cosas. 

Esta doctrina del poder temporal universal del Papa encontró su más importante elaborador en el cardenal Enrique de Susa, obispo de Ostia (el “Ostiente”), en el siglo XIII, y a través de su obra fue decepcionada en las Siete Partidas. Además, los juristas del Derecho Común, Bartolo y Nicolás de Tudeschi (a quienes se concedió autoridad legal en Castilla por la Pragmática de Madrid de 1499), mantenían el mismo principio.
En el siglo XV Portugal obtiene tres bulas pontificias, fundamentales en el proceso de expansión. Mecanismo que es imitado, con posterioridad por Castilla, cuando ésta inicia sus descubrimientos geográficos

Algunos, asimismo, fundamentaban las concesiones de territorios, por parte de Papa, en la llamada  Donación de Constantino
.
1.1.3.1.   Las Bulas Pontificias que obtuvo Portugal.
El reino portugués pasó por las siguientes etapas, en relación a la Teocracia Pontificia:

1) El privilegio de cruzadas, es decir, combatir a los infieles, principalmente a los musulmanes.

2) Se le permite, posteriormente, el comercio con ellos.

3) La concesión de bulas:
a. Romanus Pontifex (1455), del Papa Nicolás V.
Concede a Portugal el monopolio marítimo en la ruta hacia las Indias, desde Cabo Bojador
 y Num
 hacia el sur y las Indias y el dominio de todo cuanto descubran.

b. Inter Cetera (1456), del Papa Calixto III.
Concede a Portugal los derechos eclesiásticos en estas tierras descubiertas, debiendo organizar las respectivas diócesis.

c. Aeterni Regis (1481), del Papa Sixto IV.
Confirma las dos bulas anteriores e incorpora los derechos marítimos que se le reconocían a Portugal en el Tratado de Alcáçovas de 1479.

1.2.    La Expansión Castellana.

Para Castilla, desde el siglo XIII y con la conquista del valle del Guadalquivir y el dominio del golfo de Cádiz (Andalucía Occidental), el mar cobró protagonismo, iniciándose una expansión, a menor escala.

En Cádiz, Sevilla y en los puertos costeros hasta la desembocadura del Tinto y el Odiel, se afincó una nutrida colonia genovesa, dedicada al comercio y vinculada a sus naturales. La misma nobleza, fuerte y rica, participó en actividades marítimas sin considerarlas deshonrosas. 
Los reyes castellanos hicieron pronto suya la inquietud por el mar: protegieron la construcción naval, apoyaron la creación de atarazanas y astilleros y concedieron fueros y privilegios a las ciudades del litoral. De esta manera, fue creciendo el potencial naval castellano y su utilidad, tanto en la paz como en la guerra.

Pero es a partir del 2 de enero de 1492, al completarse definitivamente la reconquista del último bastión musulmán, Granada, a manos de Isabel I de Castilla y Fernando II de Aragón (los Reyes Católicos
), ya era posible emprender una expansión ultramarina más amplia y decidida.

1.2.1. Las Capitulaciones de Santa Fe (17 de abril de 1492).

Las capitulaciones
, como forma de relación contractual
 para la consecución de una determinada empresa, adquirieron a partir del siglo XV una gran pujanza. 
Estas capitulaciones
 se celebraron entre Cristóbal Colón y los Reyes Católicos en Santa Fe, una localidad ubicada en Granada, y tuvieron por objeto regular las recompensas que recibiría Cristóbal Colón por encontrar un nueva ruta a las Indias.

No contiene ningún tipo de instrucción de los reyes a Colón o plan de navegación alguno.

El documento tenía dos partes, un preámbulo que decía: "Vuestras Altezas dan e otorgan a don Cristóbal Colón en alguna satisfacción de la que ha descubierto en las Mares Océanas y del viaje que agora, con el ayuda de Dios ha de fazer por ellas en servicio de Vuestras Altezas, son las que se siguen”
.
Que a su vez, los Reyes Católicos le corresponden dándole una serie de privilegios, que forman la segunda parte del documento:

1) El título de almirante de la Mar Océano, vitalicio y hereditario, en todo lo que descubra o gane.

2) Los cargos de virrey y gobernador en todo lo que él descubra o gane. 

No se habla de hereditariedad. Para cubrir los cargos en las Indias, podía proponer ternas a los reyes, para que estos escogieran
3) La décima parte (10%) de todas las ganancias que se obtengan por la explotación de dichas tierras.

4) Que todos los pleitos relacionados con las nuevas tierras los pueda resolver él o sus justicias. 
Este punto nunca se cumplió porque estaba condicionado a los precedentes castellanos.

5) El “derecho” a participar con la octava parte de los gastos de cualquier armada, recibiendo a cambio la octava parte de los beneficios. O sea, debía contribuir con la octava parte de los gastos
.

1.2.2. El Descubrimiento de América.

Tres embarcaciones, la Pinta, la Niña y la Santa María, un presupuesto de unos dos millones de maravedíes, y alrededor de 90 hombres, reclutados con la ayuda de los hermanos Martín Alonso  (quien fue el que aportó la octava parte que debía financiar Colón) y Vicente Yáñez Pinzón, formaron la flota descubridora más trascendental de la historia. 
El 2 de agosto de 1492, Cristóbal Colón mandó embarcar a toda su gente, y al día siguiente, antes de salir el sol, dejaba el puerto de Palos.

La primera escala fueron las Canarias, donde tuvieron que arreglar el timón de la Pinta. El 6 de septiembre Colón marcó rumbo al oeste. 

Comenzaba la gran travesía, su objetivo era el Cipango (la actual India), y advirtió a la tripulación que nadie se inquietase hasta haber navegado 700 leguas. A partir de esa distancia, no habría que navegar por la noche. Por si fallaba algo, sin embargo, decidió llevar dos cuentas sobre las distancias recorridas: una secreta o verdadera (sólo para él), y otra pública o falsa, en la que contaría de menos. 

El día 16 de septiembre llegan al mar de los Sargazos. A partir del 1 de octubre se da cuenta de que algo falla. El 6, ya han sobrepasado las 800 leguas y no hay indicios de tierra. Durante la noche del 6 al 7 de octubre, se produjo el primer motín entre los marineros de la Santa María. Los hermanos Pinzón apoyaron a Colón y lo sofocaron. Sin embargo, en la noche del 9 al 10 de octubre el malestar se extendió a todos, incluidos los propios Pinzón. Acordaron navegar tres días más y al cabo de ese tiempo si no encontraban tierra regresarían. No hizo falta: en la noche del 11 al 12 de octubre el marinero Rodrigo de Triana lanzó el grito esperado: "¡tierra!".

Al día siguiente desembarcaron en la isla de Guanahaní, que bautizaron como San Salvador
 y tomaron posesión de la nueva tierra en nombre de los Reyes Católicos. El 28 de octubre, arribaron a Cuba, y el 21 de noviembre se apartó de la flota Martín Alonso Pinzón. El 6 de diciembre llegaron a la isla de La Española; y el 24 encalló la Santa María, con cuyos restos construyeron el fuerte de Navidad. 
Tras dejar a 39 españoles en ese fuerte, siguieron la costa, encontraron a Martín Alonso Pinzón (6 de enero), y navegaron hasta la costa de Samaná. Desde esta zona, el 16 de enero de 1493, el almirante dio la orden de regresar a España. El viaje fue tranquilo hasta llegar a las Azores, donde sobrevino una fuerte tormenta (12 al 15 de febrero) que forzó a la Pinta a separarse del almirante. 

Se supone que otra tempestad, cerca de Lisboa (4 de marzo) obligó a Colón a desembarcar en Portugal, donde se entrevista con Juan II, señalándole que las tierras descubiertas pertenecían a la corona de Castilla.

El 15 de marzo de 1493, Cristóbal Colón, al mando de la Niña, entraba triunfal en Palos. Martín Alonso lo hacía con la carabela Pinta pocas horas después. Llegaba muy enfermo, y a los pocos días murió. 
Tras el éxito descubridor, don Cristóbal informó a los Reyes, que estaban en Barcelona, se dirigió a su encuentro y fue recibido por ellos con todos los honores. Desde ese momento, y mientras Juan II señalaba que lo recién descubierto por Colón al otro lado del océano pertenecía a Portugal, los Reyes Católicos pusieron inmediatamente en marcha su dispositivo diplomático con el fin de alcanzar dos objetivos fundamentales:

1º Que el Papa Alejandro VI
 concediera una bula, reconociendo el derecho de los Reyes Católicos sobre los descubrimientos de las Indias, repitiendo el procedimiento seguido por Portugal.

2º Que Portugal aceptara un meridiano de demarcación sobre el océano, en lugar del paralelo de las Canarias, con el fin de delimitar el campo de actuación exclusiva correspondiente a uno y otro reino en el futuro.

Entre los meses de abril y septiembre de 1493, los monarcas hispanos supieron conciliar diplomacia y fuerza en aras a ganar la partida a Juan II de Portugal. 
Primeramente, en Roma, el papa de origen español, y en esas fechas amenazado por tropas francesas, Alejandro VI, no le negaba nada a su buen aliado Fernando el Católico. En segundo lugar, la segunda flota colombina, bien equipada militarmente, cubriría el escenario indiano, por si había que atajar algún peligro portugués. Por último, la armada de Vizcaya, organizada con extraordinaria rapidez (mayo y junio de 1493) y mucho poder, se dejaría ver y sentir por las costas portuguesas, el golfo de Cádiz y el estrecho de Gibraltar.
1.2.3. ¿Era necesario la concesión de una Bula Pontificia para obtener soberanía de territorios de infieles?
De acuerdo a la doctrina de la Baja Edad Media, los infieles (o sea, no cristianos) clásicos eran los musulmanes, los judíos y en menor medida los mongoles. A mediados del siglo XIII, por los viajes de Marco Polo, se dieron noticias de Japón, China y otros pueblos.

Recién a fines del siglo XIII y principios del XIV los europeos conocen nuevos pueblos infieles, gracias a los navegantes genoveses, catalanes y mallorquines, tales como los habitantes de las costas de África y de las Islas Canarias, de cultura muy baja, que en general terminan sometidos y esclavizados, porque según la posición mayoritaria no tenían derechos. Pero, teólogos aislados, como Santo Tomás de Aquino, reconocen a los habitantes de estos pueblos los mismos derechos que tienen todos los hombres, en virtud del Derecho Natural.
En virtud del Derecho Romano, no era estrictamente necesaria la concesión de las bulas, pues bastaba alegar que habían concurrido los requisitos para configurar un modo de adquirir el territorio
. Como fue la ocupación, en el caso de la conquista de las Canarias, Azores y Madeira.
No obstante, era conveniente obtener ese título por el prestigio moral de la Santa Sede
 y para evitar el conflicto con otros reyes cristianos.
1.2.3.1.   La Bulas Pontificias obtenidas por Castilla (Bulas Alejandrinas).
Todas las bulas obtenidas por Castilla fueron otorgadas por el Papa Alejandro VI:
a. Inter Cetera I (3 de mayo de 1493).

Bula de donación. 

Dona a “los Reyes Católicos y a sus sucesores en la corona de Castilla” de todas tierras descubiertas y por descubrir en el mar océano por la parte de occidente "hacia las Indias" y que no estuviesen en poder de otros reyes cristianos, con los mismos derechos que tiene Portugal en sus territorios, concesión de privilegios espirituales u obligación de "adoctrinar a los indígenas y habitantes dichos en la fe católica e imponerlos en las buenas costumbres"
.
Esta bula equivaldría a la Romanus Pontifex portuguesa.

b. Inter Cetera II (4 de mayo de 1493).

Bula de demarcación o de delimitación. Conocida como bula donación-demarcación.
Reproduce la Inter Cetera I, manteniendo la concesión de islas y tierras “firmes” descubiertas y por descubrir hacia el occidente y '”mediodía” y luego se aparta de ese texto, estableciendo una línea de demarcación de polo a polo (quebrada, no recta) que va a correr a 100 leguas
 de las islas Azores y Cabo Verde, concediendo a Portugal el Este y el Oeste a Castilla.
A su vez, retrotraía los derechos castellanos sobre las nuevas tierras a la Navidad de 1492, en lugar del 3 de mayo de 1493 que decía el anterior documento y bajo pena de excomunión se prohibía navegar a las Indias a cualquier persona, sin licencia de los reyes de Castilla
.

c. Eximie Devotionis (3 de mayo de 1493).

Bula de Evangelización.

Coincide con las dos bulas anteriores en relación a la donación y concede los derechos espirituales, en la organización eclesiástica en el Nuevo Mundo
.
Equivale a la Inter Cetera portuguesa.

d. Dudum Siquidem (26 de septiembre de 1493).

Concede a los Reyes Católicos, las tierras que se descubran al extremo oriente de las Indias navegando por la ruta de occidente y mediodía, con el requisito que no estén en poder de un príncipe cristiano
.

1.2.3.2.   Interpretación sobre las Bulas Pontificias otorgadas a la Corona de Castilla.

Estas bulas han generado distintos interpretaciones para los autores, por sus fechas de entrega, coincidencias o repetición de textos, entre otras cosas. Además, considerando la rivalidad hispano-portuguesa. 

Estas teorías se pueden agrupar en:
i. Concesión Sucesiva.

Van der Linden (historiador belga, 1916) señala que las bulas tiene su origen en la petición de los Reyes Católicos para contrarrestar las pretensiones de Portugal. Esto genera la dictación de la Inter Cetera I (3 de mayo).
Los Reyes Católicos queriendo asegurar sus derechos con mayor precisión solicitan al Papa una nueva bula que corrija la anterior, la Inter Cetera II (4 de mayo), la cual sería de Junio, pero se habría antedatado.

Al mes siguiente, Julio, se concede o expide la Eximie Devotionis (de evangelización) que también es datada de modo arbitrario, dándole la misma fecha que la Inter Cetera I, por el apresuramiento.

Quizás en Septiembre, al sospechar que existían tierras valiosas, ricas en oro, en el extremo oriente  de las Indias, los reyes desean ampliar la delimitación de la Inter Cetera II, obteniendo así la Dudum Siquidem.
ii. Concesión Simultánea.

Alfonso García-Gallo, indica que las primeras tres bulas fueron expedidas y concedidas en un mismo momento, pero la tramitación de cada una de ellas fue distinta.

Es decir, las bulas no se sustituyen, corrigen o amplían unas a otras, si no que aparecen como parte de un plan general y preconcebido de exploración, negando, por ende, la ante datación.

Señala que en abril de 1493 habría quedado acordada la concesión de las tres bulas.

A la Inter Cetera I se le da una fecha posterior, para que coincida con un día solemne de la Iglesia (el  día de la Invención de la Luz), pues es una bula de concesión de soberanía en base a la evangelización.
La Eximie Devotionis es redactada y fechada como si hubiere sido el mismo día.

Cuando, en virtud de esas dos bulas, se equiparan en derechos Castilla y Portugal, se dicta la Inter Cetera II, que establece la línea de demarcación.

Sólo más tarde, quizás en septiembre, se solicita la Dudum Siquidem, que no altera la línea de 100 leguas, sino que delimita la expansión.

1.2.4. Los otros viajes de Colón a América.
a. El segundo viaje.
El 25 de septiembre de 1493, el almirante zarpó de Cádiz al mando de 17 navíos y unos 1.200 hombres, portando las primeras simientes y ganados. 

Al salir de las Canarias, Colón puso rumbo más al sur que en el primer viaje para llegar al paraje que denominó la entrada de las Indias, en las pequeñas Antillas. Después de descubrir la isla de Puerto Rico, llegó hasta el fuerte de la Navidad y comprobó que había sido destruido y los españoles muertos. 

Fundó la primera ciudad de América, la Isabela. Recorrió la costa sur de Cuba, llegó a Jamaica, y a finales de 1494 descubría América del Sur (Cumaná), aunque lo ocultó hasta el tercer viaje. Comenzaba el poblamiento de La Española, las diferencias entre españoles y los levantamientos de los indios. 

A partir de 1495 empezaba el desprestigio del Nuevo Mundo, siendo el grito más escuchado entre españoles: "Así Dios me lleve a Castilla". El 11 de junio de 1496 arribó a Cádiz con la intención de contrarrestar la mala propaganda de las Indias. Llegaba vestido con un sayal
 de fraile franciscano.

b. El tercer viaje.

Ocho navíos y 226 tripulantes componían la flota, que dejó Sanlúcar de Barrameda entre febrero y el 30 de mayo de 1498.  Costó mucho organizar la tercera flota colombina. Las Indias ya no atraían tanto y faltaban tripulantes. Incluso se dio poder a Colón para que embarcara a delincuentes. 
Desde Canarias, siguió a Cabo Verde y una latitud más al sur que las anteriores navegaciones, lo que le hizo sufrir una zona de calmas. Descubrió la isla de Trinidad; recorrió la costa de Paria, donde situó solemnemente el entorno del Paraíso Terrenal. 
Camino de La Española divisó la isla Margarita, donde se pescaban las perlas, para llegar el 20 de agosto a la nueva capital de las Indias, Santo Domingo. La situación en que encontró a la colonia era grave: la mayoría de los españoles, encabezados por Francisco Roldán, se había rebelado contra la autoridad de los Colón. La llegada del virrey no resolvió el problema. 
Las quejas contra la familia Colón, agravadas con algún que otro proceder dudoso del Almirante, como ocultar el criadero de perlas de Margarita y Cubagua, llegaron a la corte y los reyes decidieron destituirlo. 
El 23 de agosto de 1500, Francisco de Bobadilla entraba en el puerto de Santo Domingo para sustituir al virrey y gobernador. Hubo cierta resistencia por parte de los Colón, lo que explica algo la dureza de Bobadilla. A primeros de octubre de 1500, Cristóbal, Bartolomé y Diego Colón regresaban a España cargados de cadenas.

c. El cuarto viaje.

Los monarcas sintieron el mal trato dado a su almirante, algo lo desagraviaron, pero no lo repusieron en sus oficios perdidos. Prometieron que lo harían, mientras le encargaban el cuarto viaje. Con cuatro navíos y 150 hombres partió de Cádiz el 11 de mayo de 1502. 
El objetivo era encontrar un paso que permitiera llegar a la Especiería ya que Colón seguía creyendo que la zona antillana era la antesala de Asia. Para atravesar el Océano, siguió una ruta parecida al segundo viaje. Llevaba orden de no detenerse en Santo Domingo. 
Atravesó el Caribe hasta el cabo de Honduras; siguió hasta el de Gracias a Dios y recorrió la costa de Panamá. No encontró lo que buscaba: ni paso, ni oro, ni especias, pero en cambio sí tuvo muchas penalidades y sufrió la pérdida de dos barcos. 
El 1 de mayo de 1503 ponía rumbo a La Española, pero se vio obligado a recalar en Jamaica, en la bahía de Santa Ana, donde tuvo que encallar los dos barcos y esperar. La hazaña de Diego Méndez y Bartolomé Fiesco logrando llegar en dos canoas desde Jamaica a La Española logró salvarlos. 
El 28 de junio de 1504, dejaban Jamaica y el 12 de septiembre, en dos navíos, se dirigían a España. Después de arribar a Sanlúcar de Barrameda el 7 de noviembre de 1504, fracasado y enfermo, siguió hasta la corte y reclamó infructuosamente sus derechos. Murió el 20 de mayo de 1506 en Valladolid.
1.2.5. El Tratado de Tordesillas (1494).
Así como las Bulas Alejandrinas significaron un gran triunfo para los Reyes Católicos, en el Tratado de Tordesillas sucedió al revés, se impuso la habilidad negociadora de Juan II de Portugal, cuando todo estaba a favor de Castilla (diplomacia pontificia, armada de Vizcaya y flota colombina). 
Quizá pudo más la necesidad de paz de los dos reinos peninsulares, ambos con mucho que perder si se llegaba a una confrontación armada. También debió pesar el distinto grado de conocimiento que del Océano poseían Castilla y Portugal, pues a la limitada preparación cosmográfica de Isabel y Fernando se unían el desconcierto científico de sus expertos y la escasa información aportada, en este caso, por Cristóbal Colón. Frente a esto, es casi seguro que a finales de 1493, Juan II, con un mejor plantel de navegantes a su servicio, conocía casi con seguridad a qué distancia se encontraba la tierra más cercana de América, la que correspondía al saliente del Brasil.
A lo anterior se unen, entrado ya el año 1494, dos hechos de política internacional de indudable trascendencia, en primer lugar, una inminente guerra de España con Francia, que estaba a punto de invadir Nápoles. En segundo lugar, el nombramiento de sucesor al trono portugués, con quien habría de casarse la hija de los Reyes Católicos. 
Con este panorama, quizá se comprenda mejor la voluntad de los monarcas españoles por llegar a un acuerdo con Juan II, aun a costa de transigir bastante.
Desde agosto de 1493, el monarca portugués estuvo intentando que se modificara y ampliara la línea de demarcación que proponía la Inter Cetera II. Tras muchos meses de duras negociaciones, embajadores de uno y otro reino se juntaron en la villa de Tordesillas (en Valladolid) el 5 de junio de 1494, y dos días después, el 7 de junio, firmaban el Tratado
.

Los Reyes Católicos ratificaron el texto en Arévalo, el 2 de julio de 1494, mientras que el rey de Portugal, Juan II, lo hacía en Setúbal, el 5 de septiembre del mismo año.
Este tratado (de cinco cláusulas), en lo fundamental, establecía una línea imaginaria de demarcación, de norte a sur, a 370 leguas al oeste de las islas de Cabo Verde (meridiano 46º 35'), de manera que en adelante todo lo que se descubriera al este de dicha línea pertenecería al rey de Portugal y a sus sucesores, y lo encontrado al oeste sería "para los dichos señores rey y reina de Castilla y de León y a sus sucesores para siempre jamás", comprometiéndose ambos reinos a respetar la línea de demarcación, centrándose cada una en explorar tan sólo la zona que le correspondía. Por ello, cualquier descubrimiento que casualmente se hiciera en zona del contrario debía ser cedido a continuación a la parte correspondiente.
1.2.6. El Acuerdo de Zaragoza (1529).
En 1500, Pedro Álvares Cabral, camino a la India, se desvió, arribando a las costas del Brasil. De acuerdo con la bula Inter Cetera II ese descubrimiento debería incorporarse a Castilla, pero según el Tratado de Tordesillas pertenecía a Portugal. El rey portugués, entonces, acudió rápidamente al papa Julio II reclamando una bula que confirmara el acuerdo de Tordesillas, lo que consiguió con la bula Ea quae pro bono pacis (1506). No obstante, con independencia de la bula, lo que tenía ya fuerza en derecho era que por el meridiano de Tordesillas Brasil correspondía a Portugal, que no paró de ampliar sus límites hasta el río de la Plata.

Es muy posible que cuando se firmó el Tratado de Tordesillas no se pensara en la línea proyectada en el hemisferio oriental, en cuya zona se situaba la Especiería o las Molucas. 
La expedición de Fernando de Magallanes y Juan Sebastián Elcano, culminada en 1522, demostró la alta rentabilidad de las especias del Maluco, por lo que España y Portugal reclamaron que dicha zona estaba en su demarcación, apelando precisamente al Tratado de Tordesillas. 
Por el acuerdo de Zaragoza, firmado el 22 de abril de 1529, España vendía a Portugal "todo derecho, acción, dominio, propiedad, posesión o casi posesión y de todo derecho a navegar, contratar y comerciar en el Maluco, por 350.000 ducados de oro, de 375 maravedíes cada uno". Favoreció mucho esta solución el matrimonio, en 1526, del emperador Carlos V (Carlos I de España) con la princesa Isabel de Portugal.
2. El Derecho Indiano.

Se entiende por tal, y en sentido restringido, al el conjunto de leyes y disposiciones de gobierno promulgadas por los reyes de España y otras autoridades subordinadas a ellos para establecer un régimen jurídico especial a las Indias
 (o Indias Occidentales) – nombre que se dio, en los primeros años del descubrimiento, a América por la errónea creencia de Cristóbal Colón, de haber descubierto la costa oriental de las Indias, llegado a la misma desde Occidente – y a las Filipinas. 

Derecho Indiano equivaldría, así, al corpus donde se reúnen las normas aplicables, desde 1492 hasta la época de las codificaciones, en América y las Filipinas.

En sentido amplio, es también Derecho Indiano el Derecho de Castilla, las bulas pontificias emitidas en los siglos XV y XVI, las capitulaciones hechas entre la Corona y los descubridores y adelantados, e incluso las costumbres desarrolladas en los territorios de ultramar.

Sin embargo, el grueso del Derecho Indiano está compuesto por normas con carácter específico dictadas para lo que también fue llamado el Nuevo Mundo.

2.1.   Las Fuentes del Derecho Indiano.
Las principales fuentes del Derecho Indiano son: el Derecho de Castilla, las Leyes de Indias y la Costumbre y Jurisprudencia desarrollada en América.

2.1.1. El Derecho de Castilla.
Como se sabe, el Derecho Castellano se introdujo en América desde la época de su descubrimiento y conquista.
Según se consigna en las Ordenanzas de la primera Real Audiencia erigida en el Nuevo Mundo, la de Santo Domingo, de 5 de octubre de 1511, “el Derecho Castellano rige en Indias como Derecho Común, en todas las materias no contempladas por el Derecho específico de Indias”. El campo de aplicación del Derecho de Castilla era, en consecuencia, amplísimo, ya que el Derecho específico de Indias era comparativamente reducido, aunque de gran significación. 
En la práctica, este último, recae sobre las situaciones propias de la América española, que no se dan o que son diferentes a las de Castilla. Tales son, por ejemplo, las relaciones entre los europeos e indígenas dentro de la sociedad mestiza que nace de la conquista, las instituciones de gobierno establecidas para estos pueblos, el tráfico de personas y de mercaderías entre España y América, etc. En lo demás regía el Derecho Castellano, que por siguiente se aplicaba a la generalidad de la vida jurídica, desde el Derecho Procesal y Penal hasta el Derecho de Familia, sucesiones y negocios jurídicos.

El Derecho de Castilla se aplicaba en la forma establecida por la Ley 1ª del Título 28 del Ordenamiento de Alcalá de Henares de 1348, reiterada o confirmada por la Ley Primera de Toro de 1505. 

Por lo anterior, en América, se aplicó el Fuero Juzgo
, el Fuero Real
, las Leyes del Estilo
, las Siete Partidas
, el Ordenamiento de Alcalá, las Leyes de Toro, la Recopilación, la Nueva Recopilación y la Novísima Recopilación
, entre otros.
2.1.2. Las Leyes de Indias.

Aunque el espíritu era que las normas aplicables a Castilla rigieran en América, las diversas modalidades de los nuevos dominios obligaron al Consejo de Indias, tras las correspondientes consultas al rey, a dictar numerosísimas normas destinadas a regir en ellos.

Según el diferente rango normativo de las disposiciones dictadas, cabe hablar de Ordenanzas, Provisiones Generales y de Pragmáticas. Los mandatos más frecuentes fueron estos últimos, normas de carácter administrativo dirigidas a una autoridad concreta, con la cual, según se dice, “el rey habla”. Tales disposiciones, señala Tomás y Valiente, podían revestir la forma de Reales Provisiones o de Reales Cédulas. Las primeras, por su mayor solemnidad y en razón de lo establecido al respecto por Felipe II en 1564, debían estar firmadas por todos los integrantes del Consejo de Indias. Luego aparecerían, con los Borbones, las llamadas Reales Órdenes
.
Todas estas disposiciones quedaron reflejadas en los libros de registro que se fueron multiplicando en relación con su contenido general o específico, ya que los documentos originales eran enviados directamente a las autoridades o a las personas implicadas en el tema. Los libros generales se iniciaron en 1492 y estuvieron activos hasta 1717, con una breve interrupción de 1505 a 1509. 
Posteriormente se fueron abriendo nuevos libros relacionados con la Casa de Contratación, áreas concretas de América, como Nueva España, Perú o Río de la Plata, entre otros, y materias específicas
.
2.1.2.1.   Las Recopilaciones Indianas.

El volumen y la diversidad de este conjunto legal, en permanente aumento, creó numerosas dificultades a las autoridades para su puesta en práctica. A mediados del siglo XVI, cuando el establecimiento en el continente abarcaba una extensión insospechada treinta años antes, las normas de diferente rango se superponían unas a otras sin que los encargados de su cumplimiento dispusieran de los repertorios legales imprescindibles para su trabajo
.
En la metrópoli, el Consejo de Indias inició la tarea de recopilación a partir de 1562. Entre 1570 y 1574 Juan de Ovando actuó como Presidente del Consejo y dedicó gran parte de su trabajo a la elaboración del Libro de la gobernación espiritual y temporal de las Indias, compuesto de siete tomos, que en realidad era un índice con el que su autor intentaba poner orden y facilitar la consulta de los instrumentos legislativos. 
Tras la muerte de Ovando esta labor quedó interrumpida hasta 1582 en que Diego de Encinas se hizo cargo de un trabajo de carácter más reducido, de uso específico del Consejo, que apareció en 1596 y que es conocido como el Cedulario de Encinas, que comprendía cuatro libros. La selección de las leyes reunidas en él no tuvo el rigor del anterior ni supuso una necesaria puesta al día del cuerpo legislativo, pero fue usado tanto en España como en los virreinatos durante mucho tiempo.
El mayor esfuerzo de clarificación de toda esta normativa fue el llevado a cabo por Antonio de León Pinelo y Juan de Solórzano Pereira, que culminó con la publicación en 1681 de la Recopilación de Leyes de los Reinos de las Indias
 en la que se seleccionaron aquellas que continuaban en vigor. Inicialmente el trabajo fue encargado a Diego de Zorrilla quien lo realizó entre 1603 y 1609 dejándolo incompleto y sin publicar. 
Esta recopilación fue sancionada por Carlos II mediante una pragmática suscrita en Madrid, el 18 de mayo de 1680
, con carácter general, por lo cual sus textos tuvieron vigencia en todas las Indias. Está formada por nueve libros, divididos en cuatro volúmenes, que contienen 6.385 leyes agrupadas en 218 títulos.

Su contenido abarcó todos los aspectos relacionados con la vida colonial, incluidos los religiosos. El primer libro reunió toda la normativa sobre el acceso a los cargos eclesiásticos, el funcionamiento del Tribunal de la Inquisición, la distribución de las limosnas y el control de la importación de libros, entre otras disposiciones. De los restantes, uno de ellos, el sexto, estuvo dedicado específicamente a todo lo relacionado con la población indígena: la condición del indígena, su reducción, los servicios y tributos que tenía que prestar y el trato que debía recibir de las autoridades. La compleja estructura política y administrativa quedó reflejada en siete libros que reunieron las leyes que afectaban a la formación de las instituciones de gobierno y sus cargos, la defensa, la formación de las ciudades, el comercio, la composición de la sociedad y el papel que debía desempeñar cada grupo, los tributos y su distribución y la administración de la justicia, entre muchos otros.
2.1.2.2.   Las Leyes de Indias en la práctica.

En la legislación especial para las Indias se advierte, según lo señala el profesor Jaime Eyzaguirre, que las autoridades y los súbditos estaban gravemente obligados a cumplir las normas de la Corona, pero en determinados casos podían no hacerlo sin salirse por ello de la obediencia debida a la regia autoridad. 

Lo anterior ocurría cuando las leyes contenían vicios de obrepción, esto es, en el caso de haber sido dictadas por ignorancia o falseamiento de los hechos, o de subrepción, cuando de su seguimiento se siguiere “escándalo conocido o daño irreparable”. En estas circunstancias era lícito suspender la aplicación de la ley y suplicar ante el rey su enmienda. Para ello, los funcionarios reales utilizaban una vieja modalidad del Derecho español, y que no es sino otra demostración del espíritu libertario de la vieja España, que se resume en la fórmula “se obedece, pero no se cumple”.
En efecto, desde la Edad Media, los mandamientos reales constaban de dos fases: obedecimiento y cumplimiento. El obedecimiento era la ceremonia por la cual se rendía a la orden el homenaje debido a su origen: los funcionarios, destacados y en pie, besaban las mandatos y los colocaban sobre sus cabezas, como imposición de su rey y señor natural. El cumplimiento era la ejecución de la orden.

En las Indias, generalmente, sólo se realizaba el obedecimiento, y en cuanto al cumplimiento, los gobernantes (virreyes o gobernadores), a petición de los “colonos”, solían dejarlo en suspenso, procediendo para ello, a colocarlas sobre su cabeza y a pronunciar la conocida fórmula, pidiendo posteriormente al soberano la modificación o la derogación de la orden
. Si el rey se empeñaba en mantener su resolución sobre un asunto que afectaba los intereses de los colonos, como los referentes al servicio personal de los indígenas y al contrabando, se le violaba lisa y llanamente
. 
Es necesario reiterar que, no obstante lo anterior, el cumplimiento de la legislación por las autoridades siempre estuvo dificultado por un desconocimiento real de la normativa vigente en cada caso, a causa de la falta de los repertorios legales y de una complejidad que se reflejaba en la existencia de disposiciones contradictorias. 
La capacidad de adaptación, sin contravenir directamente las órdenes reales, dio lugar a un repetido incumplimiento de una legislación que en la teoría permitía ejercer un poder controlador, pero que en la realidad no respondía a ello. El mayor esfuerzo realizado por la Corona para retomar el tema se llevó a cabo durante el siglo XVIII, con una reorganización de la Administración a partir de los informes, que hablaban de un incumplimiento generalizado en todos los terrenos.
Una forma de fiscalizar la aplicación de las leyes por las máximas autoridades era a través de los informes oficiales que los virreyes y gobernadores tenían que entregar sobre su actuación. A esta documentación se sumaban las inspecciones que, con el nombre de “visita”, podían recibir durante su gobierno.
2.1.3. La Costumbre.

Ésta podía ser indígena o criolla. 

En lo que atañe al derecho consuetudinario indígena, este se aplicaba en la medida que no se opusiera a  la religión y a las leyes españolas
. 

En cuanto al derecho consuetudinario criollo, éste tuvo su destacado exponente en los Cabildos.

La costumbre rigió en América, principalmente, por las Siete Partidas. 
Conforme a ellas se determinaron los requisitos de validez que debía reunir
 y el valor que poseía
, distinguiendo las clásicas tres situaciones de la costumbre frente a la ley: preater legem, secundum legem y contra legem
. Es decir, la costumbre tenía un triple valor en las Indias: como supletoria, intérprete y correctora de la ley.

La costumbre fue una fuente principal del Derecho Indiano durante los siglos XVI, XVII, XVIII y parte del XIX. Con la codificación su valor cambió diametralmente, al menos en Chile, con el Código Civil de 1857
. Aunque posteriormente, y conforme a éste, se le atribuyó cierto valor en el Código de Comercio, pero nunca volvió a tener el que tuvo en el Derecho Indiano.
2.1.4. La Jurisprudencia.

Ésta podía ser teórica o judicial.
Las obras de los juristas indianos (como León Pinelo, Solórzano Pereira, Hevia Bolaños) fueron frecuentemente invocadas en los estrados.

En cuanto a la jurisprudencia de los tribunales, ella es en América de tal importancia que con frecuencia alteraba a la legislación vigente, creando así un nuevo Derecho. Eran, en fin, un Derecho vivo, en contraposición al teórico de la ley.

2.2.   Orden de prelación del Derecho Indiano.

Fundándose en normas de las Partidas y las Leyes del Estilo, los tratadistas indianos establecieron las siguientes reglas de aplicación del Derecho en Indias:
1º El Derecho Natural prima sobre el Positivo;

2º La costumbre, de acuerdo a ciertos requisitos, prima sobre la ley;

3º La ley posterior corrige a la anterior;

4º La ley dictada para un caso, se extiende a los análogos, y

5º La ley especial prima sobre la general. Esta especialidad podía radicar en las personas (ejemplo, fueros nobiliarios, militares y eclesiásticos), en la materia y en el territorio.

A falta de disposiciones especialísimas se aplicaba el Derecho general dictado para las Indias en la Recopilación de 1680, en sus leyes anteriores no derogadas y en sus leyes posteriores.

En carácter supletorio del Derecho de Indias (general o especial), entraba a regir el Derecho de Castilla. Aquí se aplicaba igualmente la regla de la especialidad (preferir el Derecho especial al general). Regía el orden de prelación establecido por las Leyes de Toro (que reprodujo y complementó la prelación del Ordenamiento de Alcalá) y adoptado sucesivamente por la Nueva y Novísima Recopilación.

En los momentos de producirse la independencia nacional, orden de aplicación del Derecho supletorio castellano, era en suma, el siguiente:

1. Las leyes dictadas con posterioridad a la Novísima Recopilación.

2. La Novísima Recopilación (1805).

3. La Nueva Recopilación (1567).

4. Las Leyes de Toro (1505)
. 

5. Las Ordenanzas de Montalvo (1484).

6. El Ordenamiento de Alcalá (1348).

7. Las Leyes del Estilo, el Fuero Real y los fueros municipales.

8. Las Siete Partidas.

9. A falta de toda ley, el juez debía recurrir al monarca y no le estaba permitido fallar conforme a la equidad.

2.3.   Desarrollo del Derecho Indiano.
Se pueden  distinguir en el desarrollo del Derecho Indiano las siguientes etapas o fases:

1) Etapa Inicial (1492-1511).

Los primeros pasos de un ordenamiento para las tierras descubiertas por Colón están representados por las bulas alejandrinas de 1493.
Este periodo se caracteriza por lo que se denominó el “trasplante del Derecho Castellano a las Indias”, es decir, la aplicación en América del conjunto de normas jurídicas de Castilla. Sin embargo, esta normativa fue cediendo terreno, de forma progresiva, al Derecho específico de Indias, conservando el papel de ordenamiento jurídico supletorio o subsidiario.
Las primeras normas de Derecho Indiano fueron las capitulaciones, las cuales eran de dos clases: de descubrimiento y de población, en función del fin pretendido. Fueron muy abundantes, por razones lógicas, durante la primera mitad del siglo XVI. A ellas habría que añadir otras disposiciones en esta etapa inicial, como las instrucciones dadas por los reyes o las ordenanzas de la Casa de Contratación.

2)   Etapa Crítica (1511-1566).

Las reprobaciones y censuras que realizaron frailes dominicos como Bartolomé de Las Casas o Antonio de Montesinos en torno a las condiciones de vida de los indígenas determinaron la promulgación de una serie de normas en las que se pretendía paliar tal situación. 

Fueron éstas las Leyes de Burgos, también llamadas Ordenanzas Reales para el buen regimiento y tratamiento de los indios (que datan de 1512 y 1513), y las llamadas Leyes Nuevas, promulgadas por el emperador Carlos V en 1542. Tanto unas como otras no parecen haber sido muy aplicadas, salvo en las zonas próximas a las Reales Audiencias que se crearon en territorio americano.
Se legisló además, y mucho, para las Indias desde España, sobre todo a través del Consejo de Indias. No obstante, y como se ha dicho, esta legislación fue de parco o nulo cumplimiento en el Nuevo Continente.

3)   Etapa del Derecho Indiano Criollo (1566-1700).

Al lado de las normas anteriormente mencionadas aparece el Derecho creado y aplicado en América por las autoridades territoriales, que presenta unos perfiles propios y que, se conoce como Derecho Indiano Criollo, y por la propia naturaleza de las cosas, era de aplicación más cierta y eficaz. 

La etapa de consolidación del Derecho Indiano se desarrolló entre 1566 y 1700. Se generó a lo largo de estos años, y por destacada intervención del Consejo de Indias, una importante obra legislativa que era necesario recopilar. A tales efectos, se llevaron a cabo una serie de intentos infructuosos a lo largo del siglo XVII hasta que al fin vio la luz la Recopilación de las Leyes de los Reinos de las Indias de 1680.
4)   Etapa de los Borbones (1700-1812).

La etapa de los Borbones abarca desde 1700 hasta la emancipación de Latinoamérica respecto de España. El Derecho Indiano siguió creciendo a buen ritmo, en modo tal que la Recopilación de 1680 pudo decirse incompleta pocos años después de promulgada
. 

El advenimiento de los Borbones no cambió en lo sustancial el panorama descrito en la época anterior, a pesar de introducir nuevos tipos de normas, las Reales Órdenes, y nuevas autoridades, como los intendentes, o la creación de nuevos virreinatos.
Finalmente la Constitución de Cádiz de 1812, en plena época de la Independencia, fue dictada con la intención de regir a todos los territorios del reino, incluidos los de ultramar, al definir a la nación española en su artículo primero como la “reunión de todos los españoles de ambos hemisferios”.
3. El Gobierno en el Derecho Indiano.
Durante los siglos XVI y XVI, España, fue una monarquía más o menos a la manera que lo eran todos los Estados europeos de la época. Sin embargo, el absolutismo de los monarcas de la Casa de Austria (los Habsburgos)
 fue temperado por las tradiciones seculares de independencia, arraigadas en lo más profundo del alma española. De ahí que la monarquía española bajo los Austria no fuese un absolutismo despótico, ni mucho menos centralizado, en la forma que generalmente se dice. La centralización comenzó bajo los gobiernos de los Borbones, quienes introdujeron en España los hábitos centralizadores de Luis XIV.

Por lo anterior, las instituciones indianas no podían sino ser el reflejo de las instituciones españolas. Por ello se observa en ellas un cierto equilibrio entre las diversas autoridades y organismos, que no podía ser perfecto por cuanto aún no se divulgaba el principio de la separación de funciones del Estado.

Dentro del sistema de gobierno indiano se entendían comprendidas dos tipos de “gobernaciones”, la espiritual y la temporal.

3.1.    La Gobernación Espiritual.

En ésta se encontraban incluidas todas cuestiones de orden eclesiástico que le competían a la monarquía. 
Trataba fundamentalmente el derecho de la Corona sobre la Iglesia de América y las relaciones entre la Corona y la Iglesia
, todo lo cual era conocido como Patronato o Real Patronato Indiano, derecho de los soberanos de actuar como patronos de la Iglesia española, que dependió así de ellos en lo referente a las temporalidades o bienes, y a las personas.

Los Reyes Católicos, no obstante su piedad y celo religioso, trataron desde un comienzo de mantener su preponderancia sobre la Iglesia de sus reinos. El origen del patronato se remonta a las bulas alejandrinas Inter Cetera y Eximie Devotionis de 1493 y, sobre todo, a la bula Universalis Eclesiae de 1501, del Papa Julio II, por la que se otorgó a los reyes el derecho de presentación de personas idóneas para los cargos de arzobispos, obispos y canónigos para las Indias.

De acuerdo con el patronato, que siempre fue celosamente defendido por los monarcas
, éstos intervenían en el nombramiento de las altas autoridades de la Iglesia y cobraban sus rentas (diezmo
). Tal derecho se fundamentaba en el trabajo de evangelización de las Indias, que los reyes habían asumido, y en la fundación y dotación de iglesias por cuenta de la Corona.

Asimismo, sin autorización del rey no podían erigirse en América iglesias, monasterios ni hospitales, y no podían pasar eclesiásticos a los reinos indianos ni darse a conocer en ellas las bulas pontificias. Tal autorización era conocida como Pase Regio o Exequátur
.
3.2.    La Gobernación Temporal.

Ésta incluía cuatro ramas, funciones o materias: el Gobierno, que incluía el gobierno propiamente tal, y abarcaba la administración y la potestad normativa (“legislación”); la Administración de Justicia;  la Guerra o Defensa; y la Hacienda.  Mientras dos eran los escalones o tipos de órganos o instituciones: las supremas o peninsulares (ubicadas en la metrópoli) y las territoriales (en América).
3.1.1. Los Órganos Supremos.
Éstos estaban formados por el Rey, el Real y Supremo Consejo de Indias y la Casa de Contratación, quienes tenían competencia sobre todo el territorio de América y las Filipinas.

3.1.1.1.    El Rey.

Era definido en las Siete Partidas como “Vicarios de Dios… puestos sobre las gentes para mantenerlos en justicia y verdad cuanto a lo temporal”
.

El rey representaba a la Corona, a la cual a su vez pertenecían todas las posesiones en las Indias. Como éstas no eran propiedad de España, los reyes no vieron nunca en ellas “colonias” sino otros tantos “reinos”, como los que poseían en Europa.
Tal como los reinos europeos (Castilla, Aragón, Navarra, Valencia, Nápoles, Flandes, etc.), los reinos indianos, tenían como cabeza al monarca, y formaban el Imperio Español. Los reyes, para abreviar sus numerosos títulos se llamaron “reyes de las Españas y de las Indias”, y para designar a sus dominios en los documentos oficiales empleaban la expresión “estos reinos”.

Fue tal el pie de igualdad en que trataron de mantener a todas las partes de su vasto Imperio, que a todas ellas las gobernaron por medio de consejos: Consejo de Castilla, Consejo de Aragón, Consejo de Italia, Consejo de Indias, etc.  Al mismo tiempo, tuvieron como representantes directos a los virreyes: virrey de Aragón, de Cataluña, de Navarra, de Flandes, de Nápoles, de México, del Perú, etc.

Es por lo anterior que, tanto en lo administrativo como en lo religioso, lo judicial y en la administración local y económica, los reyes se esforzaron por reproducir en América las instituciones de España, sin perjuicio de introducir en ellas las variantes impuestas por las circunstancias.

Finalmente, como cabeza del gobierno indiano, el rey tenía las funciones de gobernación temporal y espiritual  (gobierno
,  hacienda,  potestad normativa, patronato, etc.), con los siguientes deberes: proteger a la Iglesia, mantener a los reinos en paz y justicia, proteger a los súbditos y vasallos tanto en la paz como en la guerra, evangelizar a los súbditos y a los vasallos, entre otros.

3.1.1.2.    El Consejo de Indias.

Sus orígenes más remotos los podemos ubicar en el año 1493, cuando los Reyes Católicos delegan los asuntos de América en un miembro del Real Consejo de Castilla, Juan de Rodríguez y Fonseca, quien comienza a asesorarse por distintas personas, como clérigos, nobles y diversos funcionarios reales.

En el año 1511, Fernando el Católico crea un organismo especial denominado Junta de Indias. Posteriormente, y por orden del emperador Carlos V, se forma una sección especial del Real Consejo de la Corona de Castilla, para tratar tales asuntos, que comenzó a funcionar en 1519. Finalmente, en 1524, esta sección es reorganizada por el emperador como Real y Supremo Consejo de Indias.
Felipe II, en el año 1571, dicta sus ordenanzas definitivas, que establecían entre sus obligaciones, la de reunirse diariamente. 
Se componía de un Presidente; un Gran Canciller del Consejo, funcionario encargado de refrendar los mandatos reales; varios consejeros letrados, que variaron a lo largo del tiempo entre cuatro y diez, los cuales, en principio procedían del Consejo de Castilla, pero posteriormente fueron nombrados por el rey, quien en algunos casos tuvo en cuenta su trayectoria americanista; varios funcionarios auxiliares en la administración de justicia: un fiscal, dos secretarios, tres relatores, un escribano. Todos ellos debían ser personas “aprobadas en costumbres, nobleza y limpieza de linaje, temerosas en Dios y escogidas en letras y prudencia”.
Además tenía un Cosmógrafo, que anunciaba los eclipses, dibujaba mapas y fijaba los derroteros de las expediciones; y un cronista o Guionista Mayor de Indias, que tenía la misión de escribir la historia política y natural de la Indias (“memoria de todos los hechos y casos”).

El Consejo residía en la corte, sus sesiones
 eran secretas, sus resoluciones inapelables y debían ser cumplidas por todos los funcionarios de Indias, cualquiera que fuese su jerarquía. La validez de sus acuerdos requería la firma del rey.  
Como órgano de actuación colegiada, deliberaba y elaboraba sus propuestas en conjunto, conocidas como consultas, que el presidente elevaba al rey, el cual daba su opinión, correspondiendo al Consejo redactarla en forma de norma jurídica, devolviéndosela al rey, que la dictaba como Real Cédula, Real Provisión, Ordenanza, u otro tipo de norma.
Funcionaba con independencia y sus atribuciones
 se extendían a todos los aspectos de la administración de las Indias.
a) Atribuciones de Gobierno:
En general, servía de cuerpo consultivo sobre las cuestiones de Indias.

Llevaba el registro de las normas dictadas y aquellas vigentes en América. Preparaba nuevas normativas para América y revisaba las disposiciones ya dictadas (vigentes). 

A partir de 1614 se le entrega la atribución de autorizar la vigencia de leyes de Castilla en América.

Intervenía en la designación de los altos funcionarios de América (como Virreyes y Gobernadores), proponiendo candidatos al rey. Velaba por la probidad funcionaria, pudiendo nombrar visitadores en caso de denuncia por conductas irregulares. 
Además designaba los jueces de residencia.
b) Atribuciones Judiciales:
Era el tribunal de más alta jerarquía para las Indias.

Tiene competencia para conocer en única o segunda instancia en las siguientes materias:

· Juicios sobre encomiendas, de cuantía superior a los 1000 ducados, tramitados en una Real Audiencia
· Fallos sobre negocios graves y de calidad, que estuvieran conociendo las Reales Audiencias Indianas.

· Causas de comiso en los puertos de Indias.

En segunda instancia conocía  de:
· La Apelación de los juicios de contrabando, cuya sentencia de primera instancia haya sido dictada por la Casa de Contratación.
· La Apelación de sentencias dictadas en primera instancia por la Casa de Contratación,  cuya cuantía sea superior 600 mil maravedíes.
· La Apelación de sentencias dictadas en primera instancia por los jueces de residencia.

· El Recurso de Segunda Suplicación, que procedía en contra de sentencias definitivas en materias civiles, dadas o revistas por las Reales Audiencias Indianas, cuya cuantía sea superior a 6 mil pesos oro.
· El Recurso de Injusticia Notoria, que procedía cuando se violaban las formas sustanciales del juicio en la última instancia
 o cuando se dictaba contra ley expresa
. Siempre que no procediera el recurso de segunda suplicación.
c) Atribuciones de Hacienda:
Fiscalizaba las actuaciones de los oficiales reales en América.
d) Atribuciones en Defensa:
En 1600 creó la Junta de Guerra de Indias, en la que figuraba el presidente y varios miembros del Consejo, que se preocupó de los temas relacionados con la guerra y la justicia militar. 

Es decir, esta junta se encargaba de nombrar los funcionarios asesores y retiro de los más importantes, debía autorizar la construcción de las fortalezas en América y, en general, de la política de defensa de América.
e) Atribuciones de Gobernación Espiritual:
Proponía a los postulantes que habrían de ocupar los cargos o funciones eclesiásticas de mayor importancia en América, que el rey presentaría al Papa, ejerciendo de esta manera el Derecho de Patronato  que disfrutaba aquél.

Tenía la facultad de revisar los documentos pontificios dirigidos a América (exequátur).

Autorizaba la edición de los libros en América y qué libros se podían ser enviados desde la Península a las Indias.

A partir de 1700 (con la dinastía Borbón) el Consejo de Indias poco a poco va perdiendo sus atribuciones, que finalmente son traspasadas a la Secretaría de Indias en 1714, manteniendo sólo las funciones judiciales hasta su desaparición en 1812, con la dictación Constitución Liberal de Cádiz, que suprime todos los consejos asesores que tenía el rey.

3.1.1.3.    La Casa de contratación.
Órgano creado por los Reyes Católicos, por Real Cédula del 20 de enero de 1503, para regular y controlar todo el comercio entre Castilla (España) y las Indias. Tenía por misión fundamental la inmediata superintendencia a de todas las materias comerciales y económicas relativas a las Indias.

Como antecedentes se puede citar otros organismos destinados a controlar el tráfico mercantil con respecto a ciertos territorios más o menos dependientes: La Fondacs en Marruecos, y la Casa da Inda en Lisboa.

Las capitulaciones de Santa Fe establecían un monopolio compartido entre Cristóbal Colón y los Reyes Católicos, que al poco tiempo dejó de funcionar. Por esta razón, se hizo necesaria una institución que controlara y monopolizara todo lo relativo a las Indias, al “trato y contrato”, se decía, con las nuevas tierras descubiertas. 
La Casa de Contratación, que se encontraba en Sevilla, erigida especialmente cerca de los muelles
, pasó a ser el órgano competente en la inspección y control del movimiento de personas y mercancías, tanto en el aspecto fiscal (pago de impuestos), como técnico (cartas de navegación o formación de pilotos).  Aunque las normas aplicables en este terreno eran determinadas por las Corona, en consulta con el Consejo de Indias, su ejecución y puesta en práctica quedaba en sus manos.

La Casa estaba en muchos aspectos más compenetrada con la vida cotidiana y administración de las Indias que el propio Consejo de Indias. Ningún barco podía partir sin su licencia y ninguna mercadería podía ser importada o exportada sin haber sido registrada por sus oficiales. 

Su misión primordial era restringir el comercio con las Indias a su rígido monopolio, tarea que llevaba a cabo con una intromisión total, no superada por ninguna otra institución. El primer paso  fue limitar el comercio a un solo puerto español, Sevilla, fundamentalmente a través del sistema de Flotas y Galeones. Una o dos veces al año, la Casa enviaba a América dos expediciones comerciales y una escolta naval que las custodiaba de los ataques de los corsarios y piratas. De las expediciones, una estaba destinada a “Tierra Firme” (Sudamérica y sur de Centroamérica) y constituía la flota; la otra, que se dirigía a México, las Grandes Antillas, Centroamérica, eran los galeones.

La reglamentación de la Casa se hizo mediante Reales Ordenanzas, dictándose las primeras en 1503 y rectificándose y ampliándose en 1510, 1531 y 1571. En las ordenanzas de 1503 se estableció la dotación de tres Oficiales Reales al servicio de la Casa; un Factor, encargado de despachar y organizar; un Tesorero, que recibía mercancías y dineros; y un Contador o Escribano, cuyo cometido era llevar los libros para asentar todo lo que el factor despachara y el tesorero recibiera.
En las ordenanzas de 1510 se detallan los diversos libros que debían llevar los oficiales: el de asiento de salidas y entradas de bienes reales; el de registro de material destinado a las flotas; el de compras de materiales; el destinado a consignar los bienes de difuntos habidos en Indias o en las flotas; el de asiento de todas las cuentas que le remita el almirante y el de registro de las licencias de pasajeros. Con el paso del tiempo, y a medida que el comercio con América adquiría mayor complejidad, surgió la necesidad de nombrar nuevos funcionarios, como el Proveedor General de la Armada, el Correo Mayor, el Artillero Mayor y los Visitadores de Navíos.
En 1557 se instituyó el cargo de Presidente de la Casa de Contratación, como autoridad máxima de ese organismo, con la misión de organizar el trabajo de todos los funcionarios y velar por su fiel cumplimiento. Los oficiales de la Casa tenían también un cometido jurídico, aunque referido sólo a los asuntos comerciales relacionados con las Indias. 

En 1510 se nombró un juez letrado. La administración de justicia dio origen a nuevos cargos: un Fiscal (1546) y un Juez Asesor (1553). En 1583 se creó la sala o cámara de justicia (también conocida como audiencia) dentro de la Casa de Contratación, agregándose dos Oidores y un Relator, y separándose así las funciones administrativa y fiscal de la judicial
.
En 1529 se creó el tribunal de la avería, fondo destinado a sufragar los gastos que originaba la protección armada de los buques mercantes.

Otra de las funciones fundamentales de la Casa fue el control y apoyo técnico a la navegación. Se creó el cargo de Piloto Mayor, que fue ocupado por primera vez, en 1508, por Américo Vespucio. Además, se creó una Oficina Hidrográfica, que puso en marcha la Escuela de Navegación.
a) Funciones Administrativas:
Ejercía un control sobre todos los funcionarios que iban a América. 

Tenía a su cargo la selección, de acuerdo con sus condiciones y aptitudes, de las personas que deseaban venir a América y llevaba también un registro de los no españoles que el monarca solía autorizar para pasar a América.

A partir del siglo XVI se encargó de redactar y recopilar las capitulaciones e instrucciones relativas a América.
b) Funciones Judiciales:
Por la real cédula de 10 de agosto de 1539 se dictaron las ordenanzas especiales que determinan las funciones judiciales. 
Se encargaba de las causas civiles, criminales y de hacienda derivadas de los viajes de los navíos comerciales a las Indias. 

Conocía en primera instancia de los asuntos civiles referentes al cumplimiento de las ordenanzas y las reales provisiones sobre real hacienda y navegación de Indias (generalmente contrabando).

Se podía apelar de la sentencia, si la cuantía era inferior a 49 mil maravedíes, en la audiencia de los grados de Sevilla. Si era superior conocía el Consejo de Indias. Si la pena era muerte o mutilación en las causas criminales, la causa debía se revisada (consulta) por el Consejo de Indias. 
c) Funciones Técnicas:
Aquí se incluyen las asesorías en materias de geografía y náutica, y las de carácter pedagógico.

El encargado principal de estas labores era el Piloto Mayor.

La Escuela de Navegación era la responsable de la formación y examen de los pilotos y maestros de naves. Estos, una vez en el ejercicio de su profesión, debían llevar un diario de navegación y presentar al Piloto Mayor una descripción de las costas y de los puertos visitados, que fueron muy útiles al confeccionar los mapas. Mientras la Oficina Hidrográfica se ocupaba de la construcción y reparación de los instrumentos náuticos y del registro de los nuevos descubrimientos en el padrón real. 

Cualquier nave que se dispusiera a cruzar el Océano debía solicitar la correspondiente licencia y comprar las cartas de navegación.

Hasta principios del siglo XVIII la sede de la Casa permaneció en Sevilla, sin embargo, este puerto fluvial presentaba dificultades de calado para los buques de gran tonelaje
, por lo que se autorizó la carga y descarga en Cádiz, lo que propició el contrabando y, por eso, en 1535, se instituyó en dicha localidad el Juzgado de Indias, integrado por un juez oficial y tres delegados de la Casa de Contratación, pero con poderes limitados, que controlaban el tráfico mercantil. 
En 1717, y por la aplicación de la política reformista de los Borbones, se produjo un cambio de ubicación de la sede de la Casa de Contratación, de Sevilla a Cádiz, comenzado el paulatino traslado de atribuciones de la Casa a la Secretaría de Indias, manteniendo las funciones judiciales hasta que es suprimida en 1790.

3.1.2. Los Órganos Territoriales.

Estaban conformados por los Virreyes, Gobernadores, los Corregidores, las Reales Audiencias y los Cabildos.
Cada uno de los órganos que ejercen labores o funciones de gobierno (como de administración) ejercían en forma conjunta funciones de justicia, guerra, hacienda e intervenían en asuntos eclesiásticos, lo que provocaba superposición de funciones en un mismo órgano y frecuentes conflictos entre los virreyes o gobernadores y las reales audiencias, o entre los virreyes o gobernadores y los obispos.

El territorio, para efectos de gobierno, se dividía en Virreinatos y Gobernaciones, y éstas en corregimientos o partidos; para hacienda, en Distritos de Hacienda, conformando cada uno una caja real, en la que se recaudaban los impuestos; y para defensa, en Capitanías Generales, dirigidas por un capitán general, jefe del ejército y jefe superior de los capitanes de guerra de cada partido.
3.1.2.1.    Los Virreyes.
A fin de regularizar la administración de las Indias y poner fin a los abusos y reyertas de los conquistadores, creó Carlos V, en 1542, los virreinatos de Nueva España
 y del Perú
. Del vasto virreinato del Perú se desprendieron dos nuevos: el de Nueva Granada
, creado por Felipe V, en 1717, definitivamente instituido en 1739, y el del Río de la Plata
, en 1776.

A la cabeza de cada virreinato había un Virrey (Vicerreges), o vicarios del rey, su representante, dotado de casi todas las prerrogativas reales. En su capital, virrey poseía una corte fastuosa, imitación de la corte del monarca. Se le daban los títulos de “clarísimo” y “excelentísimo”. Los reyes de la Casa de Austria escogieron, en general, a los virreyes entre los miembros de los nobleza española. 
Los virreyes permanecían por término medio cinco años en el cargo. No podían contraer matrimonio en  el virreinato bajo su mando, ni adquirir propiedades, ni comerciar, ni servir de padrinos, a fin de evitar crear intereses y relaciones que podrían haberlos desviado del fiel cumplimiento de sus deberes.
Sus atribuciones eran amplias y variadas: como gobernador tenía a su cargo la administración del virreinato; como capitán general tenía el mando militar superior, mandando el ejército y la escuadra y nombrando los comandantes en armas; como vicepatrono tenía una especie de patronato delegado, ya que sin tener la facultad de proponer nombres para el cargo de obispo, podía hacerlo para designaciones inferiores
, además de era el protector nato de la Iglesia; administraba justicia, en su calidad de presidente de la Real Audiencia, la que a la vez le servía de consejo; y como superintendente de la Real Hacienda, controlaba la percepción de impuestos.
Además estaba encargado de cuidar, muy especialmente, el trato y la evangelización de los indígenas.
3.1.2.2.    Los Gobernadores.

En aquellas regiones alejadas de los centros principales, o donde era necesario combatir contra pueblos indígenas irreductibles o contra corsarios y piratas (Capitanías Generales
), fueron regidas por un Gobernador. Los adelantados
 que conquistaban nuevas provincias, las regían como gobernadores.

Los gobernadores estaban dotados de poderes análogos a los de los virreyes, aunque dependían de éstos en ciertos aspectos. El superior del gobernador de Chile era el virrey del Perú, pero podía entenderse directamente con el rey cuando lo considerase conveniente
.
Tenía dentro de su jurisdicción la máxima autoridad política, judicial, al ser presidente de la Real Audiencia, que le servía de consejo de gobierno, y militar, por ser también capitán general. 
Para él regían las mismas prohibiciones que eran aplicables a los virreyes.
3.1.2.3.    Los Corregidores.

Las gobernaciones estaban divididas en corregimientos o partidos, que comprendían generalmente una ciudad y su distrito, territorio circunvecino o ejido.
Los corregimientos estaban a cargo de un Corregidor nombrado por dos años por el virrey, gobernador e incluso, en ocasiones por el rey o la real audiencia. Estos corregidores eran “jefes políticos y administrativos” del área asignada o territorio jurisdiccional. 
Asimismo eran los jueces superiores de los alcaldes ordinarios y debían supervigilar el trato que se les daba a los indígenas y la forma en que los encomenderos cumplían las ordenanzas. En los corregimientos sin ciudad ni cabildo conocían, en primera instancia, de los juicios civiles, con las atribuciones de los alcaldes.

A los corregidores se les llamaba también Alcalde Mayor, porque presidían el respectivo cabildo, y Justicia Mayor, porque eran jueces para fallar en primera instancia las causas criminales. 
3.1.2.4.    Las Reales Audiencias.

Las Reales Audiencias eran quizás los únicos órganos que tenían una función más marcada, la administración de justicia
. Eran los más altos tribunales de justicia en América.
Existieron tres clases de Reales Audiencias: las Señoriales, que funcionaban en la capital del virreinato; las Pretoriales, que estaban ubicadas en la ciudad donde tenía su asiento una capitanía general o una gobernación; y las Subordinadas, instaladas en ciudades sin uno de los rangos anteriores.

La primera Real Audiencia en América fue establecida en la ciudad de Santo Domingo en 1511, durante la gobernación de Diego Colón, pronto fue suprimida, pero restablecida en 1526. 

La Real Audiencia de Chile fue dispuesta por Real Cédula de Felipe II, de 27 de agosto de 1565
 e instalada en Concepción el 5 de agosto de 1567, siendo suprimida en 1574. Fue restablecida por disposición real en marzo de 1606 en Santiago
, donde se instaló en 1609
, funcionando, interrumpidamente, hasta que es suprimida en junio de 1811, por una Corte de Apelaciones (Cámara de Apelaciones), a raíz del Motín de Figueroa
 (del 1º de abril de 1811.

Estaban compuestas por un Presidente, que era el virrey o el gobernador, y tres o cuatro Oidores o Ministros. Formaban, también, parte de este tribunal un fiscal y los “otros oficiales necesarios” que fueron 
: el alguacil mayor, el relator, escribano de cámara y portero
. Posteriormente, se le agregó
 un Regente, que en la práctica se encargó de dirigir este órgano
 y otro fiscal
. 
a) Atribuciones Judiciales:
Conocían de los juicios civiles y criminales, excepto los que caían dentro de los fueros eclesiástico, militar o comercial
. 
Sus fallos podían apelarse ante el Consejo de Indias, siempre que se tratase de asuntos por más de 6 mil pesos oro.

Conocía del Recurso de Fuerza, o sea, la reclamación de los agraviados por los jueces eclesiásticos, que procedía en caso de incompetencia de éstos para conocer de las causas, inobservancia de las normas que regían los juicios eclesiásticos y en las negativas de apelación que eran procedentes.  Asimismo conocía de las contiendas de competencia entre jueces laicos y eclesiásticos.

Los oidores conocían las causas criminales dentro de la capital y los corregidores en el resto del territorio. También le correspondía conocer algunos juicios eclesiásticos y los juicios de encomiendas.
Fallaban en segunda instancia de las causas conocidas en primera por los oficiales reales. Además formaba parte de la Junta de Hacienda, por medio de su oidor decano
.

Los agraviados por las resoluciones del virrey o del gobernador podían “apelar” ante ella
.

Podían dictar auto acordados, para una adecuada administración de justicia, pudiendo con ellos suplir los vacíos normativos en cuanto a los procedimientos o para interpretar las normas procedimentales vigentes.
b) Atribuciones de Gobierno, Administrativas y de Hacienda:

En caso de vacancia (fallecimiento) del virrey o gobernador, podía reemplazarlo interinamente el oidor más antiguo (decano).
Asimismo eran órganos consultivos, asesoraban a los virreyes y gobernadores en materia de gobierno
 y hacienda, debido a que los oidores eran letrados (abogados). Supervigilaban a los cabildos, tomaban cuenta a los oficiales reales y visitaban las oficinas de hacienda.
Debían hacer cumplir las Reales Órdenes y eventualmente, y de oficio, podía suplicar una ley, cuando esta adolecía de un vicio (representándola al Consejo de Indias).

Poseían el derecho y la obligación de examinar las ordenanzas, los reglamentos y decretos del respectivo virrey o gobernador. Si estos funcionarios se extralimitaban en sus facultades, debía llamarles la atención, y en caso de no ser oída, dar cuenta al soberano.

Se debían, preocupar por el buen tratamiento de los indígenas y podían prohibir la circulación o requisar determinados libros. 
c) Atribuciones de Gobernación Espiritual:
Se preocupaban de informar al rey sobre la conducta de los eclesiásticos dentro de su territorio jurisdiccional.

También se encargaban de aprobar las resoluciones adoptadas en los sínodos diocesanos (reuniones de párrocos, presididas por el obispo).

Podían detener las bulas que considerasen atentatorias al derecho de patronato.

3.1.2.4.1. Otros Tribunales de Justicia.

Si la real audiencia era un tribunal ordinario de apelación para todas las causas civiles y criminales, existían diversos tribunales especiales, que se avocaban materias tales como hacienda, minería, comercio, juicios eclesiásticos, etc.
Sin perjuicio de las atribuciones judiciales del virrey o gobernador, de los alcaldes y de los corregidores, y otras autoridades, se pueden señalar los siguientes tribunales especiales:
A. Los Tribunales Eclesiásticos:
Conocían de las causas civiles y criminales en que aparecían comprometidos o involucrados los sacerdotes. Es decir, veían los juicios que caían dentro del llamado “fuero eclesiástico”.
B. El Tribunal del Santo Oficio de la Inquisición
:
La tarea de inquisidores fue confiada en América, en un principio a los obispos, pero después la corona creó los tribunales especiales. En 1569 el rey Felipe II
 instituyó la Inquisición
 en México y en Lima, extendiéndose, a ésta última, su jurisdicción a todo el “reino” de Chile, designándose un comisario del tribunal de Lima, el cual se encargaría de remitir a esa ciudad a los acusados para allí se les sometiera a proceso
. 

La Inquisición gozaba, en el ejercicio de sus funciones, de una completa autonomía frente a todas las autoridades americanas.

Caían bajo la férula de sus inquisidores, además de los herejes y blasfemos, los adivinos, los hechiceros, los astrólogos, los alquimistas, los invocadores del demonio, los judíos, los infieles, los apóstatas, los sodomitas, los bígamos, los eclesiásticos de “costumbres desarregladas” y los sacerdotes corrompidos (o “solicitantes”). Durante le siglo XVIII se dirigió también a las lecturas prohibidas, contándose entre éstas a los libros de la Ilustración.
C. El Tribunal de Comercio o Consulado:
Era el tribunal encargado de conocer los juicios de comercio, además de tener la calidad de organismo de “protección y fomento del comercio”
. 
En principio, en Chile, tales juicios correspondían, en todas las instancias al Consulado de Lima
, no obstante, durante el siglo XVIII esta situación sufrió dos importantes modificaciones
. Pero el anhelo de poseer un Consulado propio continuó muy vivo, y creció paralelamente al desarrollo que tomó el comercio, a raíz de las reformas decretadas por Carlos III en 1778.
Así es que, cuando se conoció la real cédula de 26 febrero de 1795, en la cual Carlos IV, accediendo a la solicitud del comercio chileno, apoyada por gobernador de Chile Ambrosio O’Higgins, creó el tercer Consulado de América
, el alborozo fue enorme.
La misma real cédula estableció, en 52 artículos, la organización y las atribuciones del nuevo tribunal. Conocía en única instancia de los juicios que no excedían de $1.000, y en primera, de los mayores de ese suma, con apelación ante un tribunal compuesto por el oidor decano de la Real Audiencia y de dos comerciantes, elegidos por el propio decano en cada caso, uno por cada parte, entre dos nombres que proponía cada litigante, los cuales debían ser “hombres de caudal conocido, prácticos e inteligentes en materias de comercio y de buena opinión y fama”. 

El tribunal debía juzgar de acuerdo con las Ordenanzas de Bilbao
, que regía en materia comercial en España y América.
Eran miembros del Consulado el prior; los dos cónsules; los conciliarios; el síndico, el secretario; el contador; el tesorero; y el escribano y sus tenientes, todos los cuales debían ser designados por elección de los comerciantes, renovándose por mitad cada año, durando por tanto en sus cargos un bienio. Pero para facilitar la instalación, el rey los designó a propuesta de O’Higgins
.
D. Los Tribunales de Minería:

En 1787 se creó el tribunal o junta de minería, simplificando la administración de justicia en esta materia, que estimuló sus estudios y reconocimientos y echó las bases del crédito minero.

El tribunal ejercía directamente sus funciones desde Petorca o Colchagua, e inclusive por medio de delegaciones. El resto del país se dividió en 14 diputaciones supervigiladas por la junta
.

Conocía de todos los litigios sobre subsuelo, su ocupación, explotación y sus beneficios. Además, facilitaban fondos a los mineros y les proporcionaban el mercurio necesario para el tratamiento de la plata por el procedimiento de la amalgamación. Fallaban conforme a las Ordenanzas mineras de Nueva España.
3.1.2.5.    Los Cabildos.

Institución municipal española, originada en Castilla
 en la Edad Media, transplantada a América con la llegada de los conquistadores. Los concejos se establecieron en América, con algunas diferencias, - como decía Solórzano - “al modo y forma que se solía hacer y practicar en los reinos de España antes que se introdujese el uso de los corregidores
.
Los cabildos hispanoamericanos fueron, en rigor, la resultante de la voluntad de los conquistadores de volver a la antigua tradición municipal española, que estaba aún viva en su sangre, modificada por las imposiciones inexorables del nuevo tipo de vida que surgió de la Conquista, por las disposiciones de la Corona, y en cada país, por sus variantes locales. Eran, básicamente, el órgano de expresión de la colectividad, representante de la ciudad (y el reino) frente a la corona.
Durante el siglo XVI los monarcas promocionan los asentamientos urbanos y por lo mismo la creación de cabildos en cada uno de ellos. Carlos V en 1526 dictó las primeras normas sobre el cabildo indiano, la Real Provisión sobre descubrimiento y poblaciones. El 13 de julio de 1573, Felipe II dicta las Ordenanzas sobre nuevos descubrimientos y poblaciones que reglamentó íntegramente el sistema de fundación de ciudades, pero sólo parcialmente el cabildo, reconociendo la obligación de crear uno al fundarse una ciudad, el cual debía gobernar la ciudad. El primer cabildo era llamado o designado por el fundador
. 

El núcleo central de los cabildos lo formaban los dos
 alcaldes ordinarios, que administran justicia en primera instancia, en el radio urbano, en materias civiles y criminales; y un número variable
 de regidores, que les asignaban las leyes
. Existían además designaba numerosos funcionarios, encargados del desempeño de sus complejas actividades, entre los principales funcionarios: el procurador de la ciudad, representante de los pobladores ante la corporación; el mayordomo, equivalente al tesorero de nuestros días; el alguacil mayor, jefe de la cárcel y ejecutor de los fallos y medidas coercitivas; el alférez real, simple recuerdo simbólico del mismo cargo durante la reconquista de la península ibérica, limitándose sus funciones a conducir el estandarte real en las fiestas religiosas y ceremonias oficiales; y el fiel ejecutor, encargado de vigilar las tiendas y gremios y velar por el respeto de los aranceles de precios
. Los empleos de alguacil mayor, de mayordomo y de alférez real llevaban anexos la calidad de regidor con derecho a voz y voto en el cabildo.

Luego se crearon los cargos de: alcalde de la hermandad, que era el jefe de la policía rural y el depositario general y receptor de penas de cámara, que también llevaban anexa la calidad de regidor y sus derechos.

A partir de 1598 los oficiales reales podían ser parte del cabildo, cuando se encontraran en la ciudad, pues se les otorgó el privilegio anexo de ser regidor en todos los cabildos.
En cuanto a los funcionarios sin derecho de voz y voto, se encontraban: el secretario; el alarife, una especie de director de obras públicas, cuyas funciones se encauzaban, al fundarse una ciudad, en el trazado de la planta de ésta y la repartición de las aguas; y los asesores letrados y los procuradores especiales que se enviaban a la corte o a Lima (en el caso de Chile).

Entre los empleados subalternos, se encuentran: el pregonero, que gritaba, anunciando su vigencia, en la plaza y en las esquinas señaladas, las reales cédulas, lo bandos, las ordenanzas y los acuerdos concejiles; el portero; los maceros o portadores de insignias en las ceremonias; y el verdugo.

Los delegados concejiles y funcionarios que entendían en asuntos especiales eran muy numerosos: diputados del hospital, yegüeros del concejo, jueces de agua, alcaldes y veedores de gremios, tenedores de bienes de difuntos, jueces de comisión, tesoreros de la iglesia mayor, alcaldes de minas, fieles de medidas y pesos, almotacenes, entre otros.

Aunque el nombramiento de los cargos concejiles y de los empleados correspondía de derecho al rey, por las obvias dificultades, el cabildo se autogeneraba. Al finalizar cada año, el cabildo que fenecía designaba a los alcaldes y regidores que debían formar el del año siguiente. Las designaciones debían ser confirmadas por el gobernador.
3.1.2.5.1. Requisitos para ser miembro del cabildo.

Para ser miembro del cabildo se requería, en general, ser vecino, reconocido por éste; tener una casa; y ejercer, en el radio urbano, un oficio por un tiempo determinado. Asimismo, se exigía ciertas edades de acuerdo al cargo, así los alcaldes debían tener 26 años y los regidores 18 como edad mínima.
Además no podían ser miembros los hijos ilegítimos, los recién convertidos al cristianismo, los infames, condenados a penas infamables. Tampoco podían ser sordos ni mudos.
Ante de ejercer un cargo debe presentarse juramento ante el gobernador o corregidor, el cual actúa en corrección y guarda en secreto todo lo obrado y acordado por el cabildo.

3.1.2.5.2. Funciones del cabildo.

El cabildo, fuera de las actividades edilicias propias de un municipio moderno, tenía a su cargo la beneficencia, el patronato de monjas, la mayordomía de la catedral y numerosos servicios administrativos, que hoy son del resorte de otras ramas de la administración pública. 

Entre las muchas y variadas atribuciones del cabildo, figuraban las militares o defensa (el alférez real, debía organizar a los vecinos para la defensa de la ciudad), las políticas o de gobierno (los gobernadores prestaban juramento ante él, al asumir sus funciones) las judiciales (administraba justicia, fundamentalmente a través de sus alcaldes), de salubridad, obras públicas,  finanzas y bienes comunales. 

Conforme a la tradición medieval, le correspondía asimismo la regulación de la vida colectiva, de los gremios de artesanos, del abastecimiento de la ciudad y de numerosos aspectos que actualmente están relegados a la vida privada.

3.1.2.5.3. Funcionamiento del cabildo.

Las sesiones del cabildo eran presididas por el teniente de gobernador, mientras existió dicho cargo, y más tarde, por el corregidor, en reemplazo del gobernador. En su defecto, presidía uno de los alcaldes. 

Sus sesiones eran ordinarias y extraordinarias, y se celebraban en la casa del ayuntamiento, desde que la tuvo, por la mañana, después de oír misa. Las primeras se realizaban en horas y días preestablecidos por las ordenanzas; las segundas en días no preestablecidos, citándose en forma especial.

La corporación debía reunirse, primero, dos veces por semana, y más tarde, una, pero nunca se cumplió con regularidad este precepto.
3.1.2.5.4. Clasificación de los cabildos.

Se clasificaban en cabildos abiertos y cabildos cerrados. 

Los cabildos abiertos
, a los cuales concurría todo el vecindario, habitualmente se celebraban con acuerdo de la autoridades para asuntos apolíticos: la defensa del precio de un artículo de exportación, como el sebo; las restricciones al embarque se ciertos productos, como el trigo, en años de escasez; designar santo patrono de la ciudad, etc. 

Al comienzo, como se señaló, asistían a ellos todos los hombres libres, pero se aristocratizaron con el tiempo, hasta convertirse en asambleas de invitados por esquela, en el siglo XVIII.
3.2. El sistema de desconfianza y fiscalizaciones mutuas.

Como se ha esbozado con lo antedicho, por la imposibilidad material de vigilar personalmente a los funcionarios y de inspeccionar su conducta con oportunidad, los reyes de la Casa de Austria basaron el gobierno y la administración de sus dominios de América en ciertas normas que ellos creyeron serían eficaces:
1º Sujetaron a los virreyes y a los gobernadores a trabas que limitaron su autoridad: muchos actos de gobierno debían resolverlos con el acuerdo de la real audiencia y otros con la aprobación expresa del monarca.

2º Prohibieron a los virreyes, gobernadores, oidores y otros funcionarios contraer matrimonio en el lugar donde debían ejercer sus funciones, servir de padrinos o adquirir propiedades allí. 
3º Establecieron la fiscalización recíproca de los funcionarios: el virrey o gobernador debía vigilar a la real audiencia, a las autoridades eclesiásticas y a los oficiales reales; la real audiencia, al virrey o gobernador y a los eclesiásticos; y los obispos y los superiores de las órdenes monásticas, al virrey o gobernador y a los oidores, tanto en el ejercicio de sus funciones como en su vida privada.
4º La figura de los juicios de residencia, que se seguían al virrey, al gobernador y a otros funcionarios después que dejaban sus cargos, para hacerlos rendir cuentas de sus actos. Para ello, un juez designado al efecto tomaba declaración a los agraviados, oía los descargos del residenciado y enviaba los antecedentes al Consejo de Indias, para decidiera en definitiva.

De tal sistema, basado en la desconfianza de la corte y la fiscalización mutua de los funcionarios, resultaba un fárrago de acusaciones, quejas, denuncias y recriminaciones contradictorias, que hacían imposible al Consejo de Indias y al soberano formarse una idea siquiera aproximada a la verdad.
Por otra parte, la confusión y superposición de atribuciones, empujaba a cada autoridad a invadir el campo de la otra: los obispos dictaminaban sobre la guerra, los oidores se entrometían en la política del  virrey o gobernador, y éste, si quería hacer gobierno, tenía que comprar en alguna forma la benevolencia de los oidores y de la autoridades eclesiásticas
.
3.3. Las Reformas al Gobierno Indiano durante la dinastía de los Borbones.

El advenimiento de los Borbones en España
 produjo importantes reformas en el gobierno indiano, introduciendo el Absolutismo Ilustrado, propio de Luis XIV.

En los órganos supremos, la política descentralizadora, estuvo orientada a reemplazar los órganos asesores de la monarquía por órganos ejecutores, los cuales se limitaban a cumplir las órdenes reales. Los órganos subordinados o territoriales inician un proceso de diferenciación institucional que apunta a eliminar toda subordinación recíproca entre autoridades territoriales de los distintos “reinos de Indias”.

En España, la principal reforma consistió en la organización de las secretarías de estado. Al principio se creó una secretaría general de Indias, el 8 de julio de 1787, se dividió en dos, una de Gracia y Justicia y materia eclesiástica y otra de Guerra, Hacienda, Navegación. Estas secretarías se suprimieron el 29 de abril de 1790, y el gobierno de América quedó distribuido por materias en las cinco secretarías generales del gobierno español.

Se suprimen la mayoría de las funciones de la Casa de Contratación y del Consejo de Indias (que siguen funcionando como tribunales) a la Secretaría de Indias. La función normativa es traspasada desde el consejo a la secretaría. Poco a poco las reales órdenes empezaron a reemplazar a las reales cédulas, y a partir de Carlos III predominaron sin contrapeso en el gobierno de América.

Una real cédula de 24 de agosto de 1799 redujo el número de funcionarios afectos al juicio de residencia a los virreyes, gobernadores, intendentes y asesores letrados.

Las más importantes modificaciones en el régimen indiano en América fue la creación de los nuevos Virreinatos (Nueva Granada y del Río de la Plata
) y la creación de las intendencias, que partió en 1764
. 

En América, hacia 1776 encontramos 10 “reinos” distintos, 4 virreinatos y 6 gobernaciones (Guatemala, Cuba, Venezuela, Quito, Chile y Filipinas). 

Como se dijo, Chile, en 1798 se aleja de dependencia del virreinato del Perú
, cuando se declaró su independencia
.
3.3.1. Las Intendencias.

Buscando la expedición administrativa
, Carlos III
, en 1782, con el patrocinio de su secretario, José Gálvez, subdividió los virreinatos y gobernaciones de América en distritos a cargo de mandatarios dependientes del virrey o gobernador, pero con más atribuciones que los antiguos corregidores. 

Cada distrito o Intendencia debía ser regido por un funcionario, que tomó el título de Intendente, y tenía un asesor letrado, que presidía el cabildo en ausencia suya.

El intendente del distrito correspondiente a la capital era el propio virrey o gobernador. Se suprimieron los corregidores y las provincias o corregimientos, y se les reemplazo por los Subdelegados, que pasaron a ser los jefes de los partidos, subordinados a los intendentes respectivos.
En Chile correspondió al presidente Ambrosio de Benavides implantar los cambios políticos y administrativos que fueron la consecuencia de la promulgación de la Ordenanza de Intendentes, decretada el 28 de enero de 1782. El monarca comisionó al virrey del Perú, Agustín de Jáuregui, y al visitador Jorge de Escobedo para implantar el nuevo régimen en el Perú y en Chile. Dividieron al virreinato en 7 intendencias y 52 partidos; y solicitaron de Benavides y del regente Álvarez de Acevedo informes sobre la mejor manera de efectuar la división de la gobernación. De acuerdo al parecer de estos funcionarios, Chile quedó dividido en dos intendencias: la de Santiago
 y la de Concepción
, y 22 partidos. Quedando pendiente una posible creación de una intendencia en Coquimbo y la situación de Chiloé
. La plaza de Valdivia continuó bajo la jurisdicción el gobernador de Chile.

El virrey del Perú, Teodoro de Croix, y el visitador Escobedo aprobaron la división el 14 de enero de 1786; y nombraron intendente de Santiago al gobernador de Chile, brigadier Ambrosio de Benavides, y de la de Concepción, a Ambrosio O’Higgins. Cada uno debía nombrar a su asesor
. Los propios intendentes quedaron encargados de la división de las intendencias en partidos y del nombramiento de los subdelegados.

La creación de las intendencias no fue una simple redistribución administrativa del territorio. La gobernación de Chile quedó, como antes, sujeta a un solo gobernador y a una sola Real Audiencia, más el intendente de Concepción, que era nombrado por el rey, que resolvía por sí solo todos los asuntos administrativos de orden interior. El sentido de la reforma, desde el punto de vista nacional, fue el de una descentralización, o quizás, mejor dicho de un fraccionamiento administrativo.

3.3.1.1.    Los Intendentes y los Subdelegados.

Los Intendentes tenían las siguientes atribuciones:
De Gobierno (y Administración): 

· Debían fiscalizar (supervigilar) a todas las autoridades de las intendencias.

· Presidían los cabildos
.

· Cuidaban de la policía y la seguridad en toda la intendencia.
De Gobernación Espiritual: 

· Tenían el cargo de vicepatrono dentro de la intendencia.
Judiciales: 

· Era juez de primera instancia en lo civil y criminal, funciones que eran delegadas o entregadas a respectivos subdelegados.
De Defensa: 
· Mantenía el ejército dentro de la intendencia.
De Hacienda: 
· Inspeccionaban a los oficiales de la real hacienda y los ingresos de los cabildos. 
· Debía apoyar y fomentar todas las actividades económicas desarrolladas en la respectiva intendencia.
Los Subdelegados, como se ha dicho eran los jefes de sus respectivos partidos. 

Su nombramiento se hacía por el intendente respectivo, pero sujeto a la confirmación del rey; y su período se fijó en 5 años.
4. La Polémica de Indias o de los Justos Títulos.

El descubrimiento de América trajo consigo un debate público que apasionó a juristas, filósofos y teólogos, cuyo objetivo básico era en el:
1) Aspecto doctrinario: determinar los títulos o derechos de la corona sobre las tierras de América.

2) Aspecto práctico: determinar la condición o status jurídico de los naturales de América.
Lo que se conoce como avance fundacional obedece a un concepto creado por la corona, que presupone la política de fundar reinos, distintos a los reinos españoles, que se vincularían a éstos a través de la corona.
La polémica de Indias releja el esfuerzo de ajustar la conquista a ciertos principios jurídicos y morales.

4.1.    ¿Cómo se inicia?

Hacia el año 1511 el clérigo dominico fray Antonio de Montesino, en la isla de Santo Domingo, comienza a criticar duramente a las autoridades de la corona que abusaban de los indígenas, condenándolos al infierno.
El rey Fernando el Católico hacia 1512 convoca a una junta en la localidad de Burgos, a fin de tratar el tema de los títulos e Castilla en América.

En la junta, presidida por el obispo Juan Rodríguez de Fonseca, se llegan a las siguientes conclusiones:
i. Declara que, de acuerdo al Derecho Común, se admite que las tierras de América pertenecían a los reyes de Castilla y que los naturales de América son vasallos de la corona, pero como hombres libres
.
ii. Los indígenas debían ser instruidos en la fe cristiana.
iii. El rey puede ordenar a los naturales de América que trabajen, siempre y cuando este no sea impedimento para su evangelización. El trabajo debía ser soportable y con el tiempo necesario para la recreación.
Como resultado del trabajo de la junta de Burgos resulta la elaboración del llamado El requerimiento, redactado por Juan López de Palacios Rubio.
El requerimiento, que fue un documento redactado en base al Derecho Común y desarrollando el título de la donación pontificia, se utilizó por primera vez en el año de 1513, en la conquista de Panamá. Debía ser leído a los indígenas, específicamente al “cacique” cuando se hace contacto por primera vez y rezaba: “Dios había creado el universo y al hombre, por diversas razones y circunstancias los hombres se dividieron formando pueblos y naciones diferentes, y en una de esas ramas de la humanidad nació Jesucristo, hijo de Dios, quien fundó la Iglesia y estableció como primer jefe de ella a Pedro, quien fue su representante en la Tierra. Los Pontífices eran dueños de todas las tierras, y habiendo sido los Papas quienes habían cedido estas tierras a los reyes de Castilla, por ello los naturales de América eran sus vasallos y les deben obediencia”.
Asimismo se dictaron un conjunto de normas protectoras de indios, conocidas como Leyes de Burgos
, que establecían un conjunto de normas destinadas a proteger a los indígenas que trabajaban con los españoles.
Previo al año 1512, se señalaban tres títulos de la corona respecto a las tierras de América:

1. Toma de posesión de las tierras con ánimo misional (evangelizador).

2. Ocupación.
3. Donación Pontificia.

Hacia 1513 se argumentaron otros títulos, tales como:
a. Teoría de las Servidumbres Naturales.

Propuesta por Juan Jines de Sepúlveda, en Democrates Alle, cuya circulación fue prohibida por la corona, señalaba que los indígenas carecían de autonomía política, pasando a ser siervos
 y vasallos
, por no tener espíritu e inteligencia.
b. Idolatría de los Indígenas y los Pecados contra la Ley Natural.

Se fundamentaba en aquellas conductas de los indígenas contra la ley natural como la idolatría, los sacrificios, la sodomía, el canibalismo, que justificaban la privación de libertades y la designación de autoridades para su gobierno.
c. Carlos I (V) y su condición de Emperador.

Al ser coronado en el año 1520, como emperador, fue considerado señor del mundo, y por ende lo era también de América.
d. Donación de la Divina Providencia.

4.2.    Bartolomé de Las Casas
.

Fraile dominico español, cronista, teólogo, obispo de Chiapas (México) y gran defensor de los indios. Nació en Sevilla en 1484
. Aproximadamente, a partir del año 1535 se incorpora a la polémica Indias. 

Con respecto a las bulas alejandrinas, sostenía que ellas otorgan a los reyes de Castilla dominio y plena autoridad sobre las Indias, pero siguiendo a Santo Tomás de Aquino, agrega que conforma al Derecho Natural, los indígenas son libres, gozando de todos los derechos civiles y políticos, señalando que la conversión de los indígenas al cristianismo es condición de soberanía. O sea, la soberanía dependía de la evangelización.

No obstante lo anterior, el único título que acepta fue la sumisión voluntaria de los naturales.

Las Casas, colaborador de Carlos V
, fue un hombre tan influyente que se dice que este último pensó seriamente en abandonar la conquista del Perú, luego de escuchar de él un juicio muy duro respecto a Pizarro. Logró influir ostensiblemente en el contenido de las normas aplicables en América, específicamente en aquellas protectoras de los indígenas.

4.3.    Francisco de Vitoria
.

Gran jurista y teólogo nacido en 1486, profesor de la Universidad de Salamanca y de la Universidad de París, cuya participación en el tema fue determinante. Se interesa en el tema por los escritos de Las Casas.
El 18 de enero de 1539 ofrece en la Universidad de Salamanca una conferencia pública (o lección) sobre la polémica de Indias titulada Relectio de Indis
. En ella establece que la polémica debe ser abordada desde la perspectiva del Derecho Natural y no desde el Derecho Común. 
Rechaza muchos de los títulos argumentados, manifestando que no eran tierras res nullius
, sino que sus dueños eran los indígenas. Señala que los Papas tiene poder espiritual y no temporal sobre los infieles y sus tierras y, de tenerlo, éste sería inalienable. 

En cuanto al requerimiento, lo objeta porque no existe voluntariedad por parte de los indígenas.

Los títulos derivados del Derecho Natural también los refuta, ya que por él los indígenas no podrían perder su libertad, por cuanto la libertad es en sí un derecho natural.

Finalmente plantea ocho nuevos títulos, que de concurrir cualquiera de ellos, significaría que la presencia española en América es legítima, entre los que destacan:
1st. Sumisión Voluntaria y Libre de los indígenas a los reyes de Castilla.
2nd. Predicación del evangelio.

Con el cual se e da un nuevo alcance a las bulas alejandrinas.

Los cristianos están obligados a predicar el evangelio a todas las gentes. El poder espiritual del Papa permitiría encausar dicha predicación de manera de permitírselo a algunos y excluir a otros.

Si los indígenas se resisten, sólo en ese caso se podría utilizar la fuerza.

Conforme con la doctrina tomista, señala que una vez convertidos los indígenas en ese momento el Papa pude destronar a los señores infieles y designar a un príncipe cristiano, en su lugar.
3rd. Sociedad y Comunidad Natural.

De acuerdo al Derecho Natural, los hombres tienden naturalmente a vivir en sociedad, de distintos tipos y escalas. Existiendo entonces una sociedad o comunidad internacional, de la cual forman parte los pueblos indígenas.
Señala que uno de los principios que reglan las relaciones dentro de dicha comunidad internacional, es el (principio o derecho) de comunicación, en virtud del cual las distintas naciones, se pueden contactar una a otras libremente
. 
4.4.   Carlos V, las Juntas Valladolid y las Leyes Nuevas.

Carlos V cita a dos
 juntas en la ciudad de Valladolid para tratar el tema de la polémica de Indias.
La junta de 1542 reconoce a los jefes indígenas como señores naturales de sus pueblos.  Se abandona el requerimiento, adoptándose uno nuevo llamado Carta, que debía leerse a los indígenas en su propia lengua, y que desarrolla el derecho de comunicación de Vitoria.

Consecuencia de lo que se discutió fue la promulgación el 20 de noviembre del mismo 1542 de las que fueron conocidas como Leyes Nuevas. Reglamentaba la condición jurídica del indígena, reafirmando su libertad y prohibiendo su esclavitud. Estableció los juicios de residencia. 

La Ley 3ª establecía la derogación de la encomienda en América, ordenando que todos quedaran libres de los encomenderos y fueran puestos bajo la protección directa de la Corona, lo que provocó una guerra civil en Perú
. 

Se disponía además que, en lo concerniente a la penetración en tierras hasta entonces no exploradas, debían participar siempre dos religiosos que vigilarían que los contactos con los indios se llevaran a cabo en forma pacífica dando lugar al diálogo que propiciara su conversión.

4.5.   Felipe II y las Ordenanzas sobre Nuevos Descubrimientos y Poblaciones.

La polémica se termina bajo el reinado de Felipe II, quien propone un proyecto de Código para las Indias hacia el año 1570, preparado por Juan de Obando, que se transforma en ley el año 1573, con el título de Ordenanzas sobre Nuevos Descubrimiento y Poblaciones.
Esta ordenanza armoniza las tesis elaboradas a partir del título de concesión de tierras del Papa Alejandro VI, con el título que reconocía la libertad natural de los indígenas, distinguiendo entre tierras ocupadas por los españoles y no ocupadas.
Las ocupadas no deben ser abandonadas por razones evangelizadores, argumentando el título de sumisión voluntaria de los indígenas.

En aquellas que no pueden probar efectivamente la presencia de españoles tienen el carácter de protectorado, en el cual se permite seguir actuando a los caiques como señores naturales de los indígenas, y que allí debe buscarse la sumisión voluntaria.
Las no ocupadas, se entiende que la bulas alejandrinas otorgaron el dominio sobre las tierra y no sobre lo pueblos, pueden ocuparlas, pero sin causar daño a los indígenas.

Se distingue la propiedad indígena de la realezca (de la corona). La corona tiene soberanía sobre todas las tierras, pero solo pueden disponer de aquellas desocupadas o sin habitantes.

� Ciudad situada en la costa del norte de África, frente al estrecho de Gibraltar.


� Islas ubicadas en el meridiano 46º 35'.


� Extremo meridional de África.


� Se entendía por Guinea toda la zona situada al sur del cabo Bojador o cabo del Miedo.


� Documento apócrifo, que se presume redactado en el siglo VIII o IX, por el cual el emperador romano Constantino habría otorgado al Papa Silvestre I (314-335) y sus sucesores título sobre todos los territorios occidentales (particularmente la Península Itálica, incluida Roma) y sobre todas las islas del mundo.


� Ubicado en el actual Sahara Occidental.


� Costa occidental de África, a la altura de Nigeria.


� El título de Reyes Católicos les fue otorgado por el Papa Alejandro VI en 1496.


� Una capitulación es una convención o acuerdo de voluntades que crea, modifica o extingue derechos y obligaciones.


� A pesar de su carácter contractual, la capitulación, a juicio de algunos autores, no pertenece a la esfera del Derecho Privado. La naturaleza de índole política de una de las partes y el objeto económico-social de su relación, hicieron de la capitulación un contrato de Derecho Público entre la Corona y un particular. Aunque se firmaban con fines de exploración y conquista de un territorio, en ocasiones se les confiaba a los particulares la realización de obras públicas, la explotación de recursos naturales de un territorio o el establecimiento de relaciones comerciales con determinadas comunidades indígenas.


En ellas también se regulaban las relaciones de los conquistadores con los indígenas convertidos en nuevos súbditos de la Corona. En este caso, se encontraría un lejano precedente en las cartas pueblas del territorio peninsular, propias de la Reconquista. 


Desde el punto de vista de la bilatelaridad, el conquistador quedaba obligado a llevar a cabo la empresa a cambio de ciertos beneficios (títulos, cargos, funciones y/o concesiones de orden patrimonial) que la Corona otorgaba a él y a los que formaban su comitiva. 


Entendida como expresión de una relación de poder, no existía en la capitulación igualdad jurídica entre las partes. El expedicionario quedaba obligado por los términos del contrato a cumplir lo estipulado incluso con limitación temporal. Este compromiso no alcanzaba de igual modo a los reyes, para los que la capitulación comprendía sólo una promesa de cumplimiento, que podía ser variada en razón de las circunstancias cambiantes o de los supremos intereses. 


� Un significativo precedente fueron las capitulaciones firmadas para la conquista de las islas Canarias.


� Ese "ha descubierto" es, para los partidarios de la teoría del Predescubrimiento, la prueba documental decisiva, ya que Colón se atribuye, antes de 1492, descubrimientos en el océano que transfiere a los Reyes Católicos.


� Se señala que habría sido Luis de Santangel, judío converso y tesorero de la corona de Aragón, quien prestó el dinero que Isabel la Católica debía darle a Colón para financiar parte de los gastos de la expedición.


� Actual isla de Watling, en el archipiélago de las Bahamas.


� Rodrigo de Borja (en italiano Borgia) nacido en Játiva, cerca de Valencia (España), y adoptado por la familia de su tío materno, Alfonso Borgia (el futuro papa Calixto III). Tuvo cuatro hijos con una noble romana, uno de los más famosos fue César Borgia, el prototipo del héroe político descrito en El Príncipe (1513) de Nicolás Maquiavelo


� En principio, los modos de adquirir el territorio fueron tomados del Derecho Romano, y por ende se consideraban, en esa época, como tales a la ocupación, accesión (originarios), cesión, prescripción adquisitiva o usucapión (derivativos).


� La intervención papal era a petición de parte.


� El original de este documento se conserva en el Archivo General de Indias (archivo español situado en la ciudad de Sevilla, que reúne la mayor parte de la documentación relacionada con América, generada por la burocracia española durante el periodo de la colonia), y una copia en el del Vaticano.


� Una legua es equivalente a 5.572 metros y 7 decímetros.


� El documento original se conserva en el Archivo General de Indias y una copia en el del Vaticano.


� De esta bula no se conserva el original, sino sólo copias en el Archivo de Indias y en el Vaticano.


� El original y un duplicado de este documento se encuentran en el Archivo General de Indias.


� Tela de lana burda.


� Los representantes de uno y otro reino elaboraron dos originales del citado acuerdo, uno en castellano y otro en portugués, que en el plazo de cien días, debían ser ratificados por separado por los respectivos monarcas, Juan II y Reyes Católicos, e intercambiados después, de modo que cada uno conservara en su poder el ejemplar del rival.


� Definición del jurista e historiador Francisco Tomás y Valiente.


� En el referido orden de prelación, el Fuero Juzgo se le debía situar entre los fueros municipales. No obstante no debería haberse aplicado en América, puesto que aquí jamás había sido Derecho vigente, ni menos podía haber estado en uso.


Sin embargo, al parecer, se entendió que no se situaba dentro de los fueros municipales, sino dentro de la legislación real y, por ello era aplicable en el primer orden, tras las recopilaciones y la legislación posterior. Su invocación en los expedientes judiciales indianos así lo confirma, incluso hasta principios del siglo XIX.


� El Fuero Real se aplicó en las Indias, por entenderse que se encontraba mencionado en el segundo orden de prelación.


� Se aplicaron en las Indias por estimárseles adventicias y complementarias del Fuero Real.


� Las Siete Partidas fue el cuerpo legal de más frecuente aplicación, pues tanto las leyes reales como los fueros tuvieron un campo de aplicación más restringido, porque su contenido era la más de las veces particular y a menudo casuista.


� La investigación en los archivos judiciales del último periodo español en Chile, hasta 1816, prueba que al menos en nuestro país no fue aplicada. Hay prueba, en cambio, que la Novísima Recopilación en Buenos Aires, en 1811.


� Órdenes del rey que la secretaría debía ejecutar, que se pueden equiparar a los actuales decretos.


� Se calcula que las disposiciones dictadas durante este periodo superan el millón y fueron recogidas en cerca de dos mil libros.


� En 1563 se publicó en México la obra del oidor de la Real Audiencia, Vasco de Puga, que es conocida como Cedulario de Puga, en la que se reunieron un conjunto de disposiciones que afectaban a la Nueva España, dictadas entre 1525 y 1563.


La Copulata de Leyes de Indias de Juan López de Velasco, obra que se concreta entre 1562 y 1568, contiene los textos legales completos desde 1493 y tuvo a su vista los libros de registro del Archivo del Consejo de Indias.


� La Recopilación revela las excelentes intenciones de los reyes y un profundo espíritu humanitario, pues tiende a la defensa de los naturales.


� Esta obra tuvo una tirada de 3.500 ejemplares y se reeditó en 1759, 1774, 1791, 1841 y 1889-1890.


� En todo caso el envío de la documentación de cualquier asunto a la metrópoli para ser resuelto por el rey, tras los informes del Consejo de Indias, y su devolución al punto de origen, podía tardar aproximadamente un año.


� Las Reales Órdenes que quedaban sin cumplimiento recibieron el nombre vulgar de “hostias sin consagrar”.


� Recopilación de Indias, ley 4º, título I, libro II.


� Primera Partida, ley 1,2, 5.


� Primera Partida, ley 1,2, 6.


� Es decir, fuera de la ley, según la ley y contra la ley.


� Ver artículo 2º del Código Civil.


� Incluidas en la Nueva Recopilación.


� En Chile, el oidor Juan del Corral Calvo de la Torre emprendió un cometario en latín de la Recopilación de 1680, que no alcanzó a terminar. 


También el fiscal de la Real Audiencia, José Perfecto Salas, y el asesor de la Capitanía General, Ramón Martínez de Rozas, trabajaron en un catálogo de extractos de las leyes posteriores a la Recopilación de Indias hasta 1802 y el oficial mayor de la Secretaría de Gobierno, Manuel Joaquín Valdivieso, compuso un índice de cédulas y reales órdenes dirigidas a Chile de 1750 a 1807.


� Las Casa de Austria se instala en España a partir del rey Carlos I (o emperador Carlos V del Sacro Imperio Romano Germánico), hijo de Felipe de Habsburgo (el Hermoso) y de Juana de Castilla (la Loca), que heredó de su abuelo Maximiliano los territorios centroeuropeos de Austria y los derechos al Imperio, de su abuela María de Borgoña los Países Bajos, de Fernando el Católico los reinos de la Corona de Aragón, además de Sicilia y Nápoles, y de su abuela Isabel I la Corona de Castilla, Canarias y todo el Nuevo Mundo descubierto y por descubrir.


� Estas materias, como se ha dicho, eran tratadas en el Libro I de la Recopilación de Indias.


� La concesión de tales facultades a la Corona fue considerado como un acto de condescendencia de la Santa Sede en beneficio de los soberanos españoles, que tanto hacían por la defensa y difusión de la fe católica.


� La distribución del diezmo era la siguiente: la mitad para el obispo y su cabildo, la otra mitad se dividía en nueve partes, de las cuales dos eran para la Corona, cuatro para el salario de los curas y tres para la edificación de iglesias y hospitales.


� Juan de Solórzano Pereira (compilador de la Recopilación de Indias de 1680) sostenía la teoría del derecho de patronato de los reyes, agregando que los monarcas españoles eran “vicarios del Papa en las Indias, por comisión del Pontífice, en razón de la distancia de estas tierras de Roma”. Según él, dicho vicariato concedía a los reyes el derecho de intervenir en todo lo que fuese necesario para la conversión de los indígenas.


Como esto último legitimaba la intervención del rey en el campo propio de la Iglesia, la doctrina del vicariato de los reyes fue condenada por la Santa Sede, pero Solórzano insistió en ella en su obra Política Indiana de 1647.


� Segunda Partida, ley 2, 1,5.


� Teóricamente el rey debía reinar y gobernar. En la práctica generalmente se dedicaron a reinar, así por ejemplo Carlos V sólo empezó a gobernar después de los veintiún años; Felipe II compartió el poder con Ruy Gómez de Silva, hasta la caída de este favorito; los confesores y funcionarios gobernaron por Felipe III; Felipe IV ocasionalmente se impuso de algunos asuntos de gobierno; Carlos II no gobernó en ningún momento.


El rodaje correspondiente al gobierno civil (y a la administración) de América correspondió entonces al Consejo de Indias con su a látere, la Casa de Contratación y a los diversos órganos y funcionarios territoriales.


� Su lugar de reunión habitual era el Real Alcázar de Madrid, aunque el presidente podía señalar el lugar específico en cada caso.


� Sus atribuciones estaban señaladas en la ley 2, título II del Libro II de la Recopilación de Indias.


� Comparable a nuestro recurso de casación en la forma.


� Similar al actual recurso de casación en el fondo.


� La sede de la Casa fue, hasta 1717, el Cuerpo de los Almirantes en el Alcázar Viejo de Sevilla.


� Posteriormente se “desgajó” de ésta el Consulado, con jurisdicción sobre las causas de comercio, que exigían trámites más breves.


� Los marinos se quejaban amargamente que este puerto, veinte leguas arriba del tortuoso río Guadalquivir e interrumpido por una peligrosa barra de arena en San Lucar, era una mala ubicación para la Casa y pusieron todo su empeño para dirigirla al cómodo puerto de mar de Cádiz. No obstante, los poderosos mercaderes de Sevilla, organizados en un Consulado, fueron suficientes para sobrepasar tal oposición.


� Abarcó los territorios conquistados por Hernán Cortés y por los capitanes de éste, es decir el espacio geográfico que ocupan actualmente el distrito federal y los estados mexicanos de Hidalgo, Puebla, Tlaxcala, Morelos, Querétaro, Guanajuato, Michoacán, San Luis Potosí (excluyendo algunos distritos de éste), el sur de Tamaulipas, Tabasco, Veracruz y algunos lugares de Durango y Jalisco. Puede añadirse que también la península de Florida quedó sometida durante algún tiempo a este virreinato hasta que más tarde quedó sujeta al gobernador general de Cuba.


� Incluyó territorios pertenecientes a los actuales países de Colombia, Ecuador, Perú, Chile y Argentina.


� Se extendía, aproximadamente, por el territorio de las actuales repúblicas de Colombia, Venezuela y Ecuador.


� Comprendía las tierras de Buenos Aires, Paraguay, Tucumán, Potosí, Santa Cruz de la Sierra, Charcas y Cuyo, es decir, un territorio que actualmente ocupan los Estados de Argentina, Uruguay, Paraguay, Bolivia, sur del Brasil y una franja en la costa de Chile.


� En la práctica tenía escasísima influencia en tales asuntos, pues los monarcas se reservaron celosamente el nombramiento de todos los cargos eclesiásticos.


� Fueron constituidas en capitanías generales Chile, Venezuela, Guatemala y Cuba.


� La primera “autoridad” creada por los reyes en América fueron los adelantados.


La conquista fue iniciada por el sistema de adelantados, que ya se habían practicado en España durante la guerra sostenida para expulsar a los musulmanes. Consistía en confiar aquella empresa a nobles que corrían con los gastos a cambio del título de adelantado y de la propiedad de las tierras liberadas. Ellos debían “adelantar” la Reconquista.


El sistema se extendió a América, donde los adelantados costeaban las expediciones de conquista y eran compensados con el gobierno de las regiones conquistadas. Fueron adelantados Bartolomé Colón en las Antillas, Diego Velásquez en Cuba, Pedrarias Dávila en Panamá, Hernán Cortés en México, Francisco Pizarro en Perú, Diego de Almagro en Chile, Jiménez de Quesada en Nueva Granada, Pedro de Mendoza y Álvar Núñez Cabeza de Vaca en el río de la Plata, entre otros.


Los adelantazgos tenían las ventajas de no originar desembolsos al erario real y de fomentar las iniciativas individuales, pero inducían a los favorecidos a cometer abusos de autoridad.


La creación de los virreinatos y de las gobernaciones terminó con el sistema de los adelantados.


� En 1798, a propósito de un conflicto entre el virrey del Perú, Ambrosio O’Higgins, y el gobernador de Chile, Gabriel de Avilés, marqués de Avilés, el rey Carlos III declaró independiente a Chile del virreinato “como siempre debió entenderse”. 


De ello se desprende que anteriormente las relaciones entre la capitanía general de Chile y el virreinato del Perú no habían sido de dependencia, sino de supervigilancia, y de acuerdo con las órdenes que el soberano impartía al virrey. 


� La Real Audiencia, más por evolución espontánea que por reformas legales, se convirtió, hacia el siglo XVIII,  esencialmente en un tribunal de alzada.


� El presidente fue Melchor Bravo de Saravia; los oidores fueron Serra (que falleció en Panamá), el licenciado Juan Torres de Vera y Aragón, y Egas Venegas.


� Las Ordenanzas de la Real Audiencia de Santiago le asignaron un presidente “que ha de ser el mi gobernador y capitán general que al presente y adelante fuera dellas (sic), y cuatro oidores, (un) fiscal y los otros oficiales necesarios”. Dispone también que “tenga la misma autoridad y preeminencia que tienen cada una de mis audiencias reales de Valladolid y Granada, de estos mis reinos y las otras mis audiencias de las Indias”.


� Siendo presidida por el gobernador Alonso García de Ramón y estaba constituida por los oidores Dr. Luis Merlo de la Fuente, licenciado Juan Carvajal y Dr. Gabriel de Celada y el licenciado Fernando (Hernando) Talavera Gallegos.


� El 1º de abril, día en el cual debían efectuarse las elecciones para el Primer Congreso Nacional, en Santiago, el teniente coronel español Tomás de Figueroa sublevó un cuerpo de ejército, exigiendo la disolución de la Primera Junta de Gobierno e intentando restaurar el régimen real en Chile. 


El motín fue un fracaso. Después de un corto encuentro en la plaza de armas, los sublevados se desbandaron, mientras el cabecilla se refugió en el convento de Santo Domingo. Sacado de allí, fue sometido a juicio y condenado a muerte horas después. Aunque Figueroa murió sin delatar a nadie, se culpó a la Real Audiencia, por lo que se decidió suprimirla.


� En la Real Audiencia instalada en Concepción estos funcionarios (un fiscal, un alguacil mayor y un secretario canciller), por no haber venido de España, los designó el propio tribunal de entre los vecinos de la ciudad.


� Según las Ordenanzas de la Real Audiencia de Santiago.


� Creado por real cédula de 22 de marzo de 1776.


� Desempeñó de derecho las funciones que la costumbre había radicado en el oidor decano. Fundamentalmente se encargó del régimen interno del tribunal y su representación con los demás órganos o funcionarios coloniales, no obstante quedando siempre sujeto a la tutela del presidente. 


� En el caso de Chile se agregó un fiscal del crimen, en cumplimiento de la real cédula de 22 de marzo de 1776, que creaba un regente y uno o dos fiscales u oidores en cada Audiencia.


� Que correspondían, respectivamente, a las autoridades eclesiásticas, al capitán general y al consulado.


� El oidor más antiguo.


� “Sintiéndose algunas personas agraviadas de cualquier auto o determinación que proveyere u ordenaren los virreyes o presidentes por vía de gobierno, pueden apelar a nuestras audiencias, donde se le haga justicia, conforme a leyes y ordenanzas”.


� Dice la Ordenanza de la Real Audiencia de Santiago que en “los casos y cosas que se ofrecieren del gobierno y que sean de importancia, el dicho gobernador las haya de tratar con los oidores de la dicha Audiencia, para que le den su parecer consultivamente”.


�  Los Reyes Católicos creyendo sinceramente que la religión era el elemento unificador de la nacionalidad española y el sustento de las instituciones políticas, llegaron a la conclusión que la herejía no era sólo una ofensa Dios, un delito eclesiástico, sino también un crimen de lesa patria que la Corona debía sancionar. Para ello crearon el Tribunal del Santo Oficio de la Inquisición en el año 1480, lo que fue aprobado por el Papa Sixto IV.


El dominico fray Tomás de Torquemada, designado Inquisidor General en 1483, prescribió minuciosamente las pautas legales a que debían someterse los procedimientos.


� Su intención era utilizarla como un “medio para morigerar las costumbres”. 


� Que quedó a cargo de la orden de los dominicos.


� Sin embargo, casi todos terminaron en las primeras diligencias en Chile (información sumaria), y muy rara vez fueron llevados al conocimiento del tribunal en Lima, generalmente debido a la poca importancia de los “delitos eclesiásticos” cometidos aquí, como asimismo por consideraciones de tiempo y gastos que demandaba el traslado a Lima, además de la lenidad de algunos comisarios. Las penas impuestas fueron, en general benignas, siendo las más graves los azotes y el destierro.


De los pocos conducidos a Lima, algunos fueron encerrados en las cárceles y condenados a diversas penas, incluso a la hoguera o al cadalso.


� Artículo 22 de la real cédula que instituyó el Consulado de Santiago.


� En 1708 se nombró un diputado de ese tribunal encargado de tramitar los procesos y remitirlos a Lima para su fallo.


� En 1736, se había autorizado a los comerciantes chilenos para elegir un juez o diputado que conociera en primera instancia de los juicios, con apelación al Consulado de Lima. Más tarde, el 29 de julio de 1767, el rey sometió al conocimiento de las apelaciones a uno de los oidores de la Real Audiencia de Santiago.


� Sólo existía uno en México y otro en Lima.


� Conocidas también como las Nuevas Ordenanzas de Bilbao, primer compendio normativo especial de Derecho Comercial Marítimo y Terrestre que rigió como norma general, estaban conformadas por la Ordenanza del Consulado de Burgos, la Ordenanza de Sevilla y la Ordenanza del Consulado de Bilbao, corregida en 1655 y 1725, confirmada por el rey Felipe V el 2 de diciembre de 1737.


� Fue su primer prior José Ramírez Saldaña, fueron sus dos primeros cónsules, Pedro Palazuelos y Domingo Salcedo Díaz Muñoz, que tuvieron por tenientes a Salvador Truccios, a Francisco Javier Errázuriz y a Pedro de la Sota. Correspondió el puesto de síndico a Manuel de Salas.


� Copiapó, Huasco, Coquimbo, Illapel, Curicó, Maule, Isla del Maule, Cauquenes, Chillán, Itata, Rere, Puchacay, Laja y Valdivia.


� Que tiene, al parecer, como origen remoto el concilium germánico.


� Política Indiana, Libro V, cap. I.


� El primer cabildo de Chile fue el de Santiago, establecido el 7 de marzo de 1541 por Pedro de Valdivia. Nombró alcaldes a Francisco de Aguirre y a Juan de Ávalos Jufré; como regidores fueron nombrados Juan Fernández de Alderete, Juan Bohon, Francisco de Villagra, Gaspar Villarroel y Jerónimo de Alderete; mayordomo fue Antonio Zapata, y procurador Antonio de Pastrana.


� Uno de encomenderos (vecinos o de primer voto) y otro de moradores (o de segundo voto).


� Que en Santiago comenzaron con seis hasta llegar a doce en el siglo XVIII.


� Recopilación de Indias, leyes 1 y 2, título 10, libro IV.


� En algunas ocasiones estos puestos fueron rematados en subasta pública, como una manera de aumentar los ingresos.


� Se señala que eran convocados, en general, en casos de extrema gravedad.


� Una fuente de conflictos entre autoridades la proporcionó la etiqueta. 


Cada corporación y cada alto funcionario disputaban a los otros el lugar de precedencia en las sesiones y en las fiestas religiosas o profanas. Los virreyes se consideraban los únicos representantes del rey, en lo que hallaban la competencia de los oidores, quienes, por ser depositarios el sello real, se creían también los personeros del monarca. Unos y otros a su vez, debían resistir las pretensiones de los obispos, que por su condición de representantes de Dios, de quien derivaba el poder real, se creían con mayor preeminencia.


� Se produce porque en 1700, el testamento de Carlos II de España -sin descendencia- permitió el acceso al trono de Felipe de Anjou, nieto de Luis XIV y de la española María Teresa de Austria. Sin embargo, el temor a que los Borbones extendieran su dominio sobre la herencia de los Habsburgo españoles, movió a Gran Bretaña, las Provincias Unidas y al Imperio a impugnar el testamento y declarar la guerra. La llamada guerra de Sucesión española finalizó con el reconocimiento general de Felipe V, a cambio de la renuncia de éste a sus derechos al trono de Francia y de la pérdida de los territorios italianos y flamencos.


� Ambos desprendidos del virreinato del Perú: el de Nueva Granada, creado por Felipe V, en 1717, definitivamente instituido en 1739, y el del Río de la Plata, en 1776.


�  Que en España se inició en 1718.


� En 1753, se había terminado la dependencia económica, autogenerándose los recursos necesarios para mantener el ejército.


� Ver nota nº 66.


� La intendencia tiene su origen en Francia, así como el municipio es netamente español.


� Se señala que la intención era un afianzamiento del poder central contra el autonomismo administrativo y político de los cabildos y de las diversas entidades regionales.


� Con los partidos de Copiapó, Huasco, Coquimbo, Cuz-Cuz, Quillota, Aconcagua, Valparaíso, Santiago, Melipilla, Rancagua, Colchagua y Maule.


� Con los de Cauquenes, Chillán, Itata, Rere, Laja, Puchacay y Concepción.


� Si se erigía otra intendencia allí o se dejaba al archipiélago dependiendo directamente del virrey del Perú, como estaba desde 1777. Finalmente, por real cédula de 19 de mayo de 1784, se erigió a Chiloé como intendencia, dependiente del virreinato del Perú. En ella se nombró gobernador intendente al teniente coronel Francisco Hurtado.


� Benavides nombró al doctor Alonso Guzmán y Peralta, y O’Higgins a Juan Martínez de Rozas, joven abogado y profesor del colegio carolino.


� Con la salvedad mencionada anteriormente, que en caso de ausencia del intendente, su asesor letrado lo reemplazad en la presidencia del cabildo.


� “Non sujetos a servidumbre”.


� Se conocen también como Ordenanzas Reales dadas para el buen regimiento y tratamiento de los indios,  compuestas por 35 leyes firmadas el 27 de diciembre de 1512 en Burgos, a las que se añadieron otras cuatro leyes más, dictadas el 28 de julio de 1513 en Valladolid. La novedad de este cuerpo general legislativo radica en que es el primero que se dictó para el Nuevo Mundo con orden expresa de que se imprimiera al instante y se divulgara lo más posible.


� En la esfera del Derecho Privado.


� En la esfera del Derecho Público.


� Fue el primer autor que aplica el Derecho Natural a la polémica de Indias. Además de ser el primero que trató de poner en práctica todas sus ideas, pero sin mucho éxito.


� A principios de 1502, Bartolomé de Las Casas, acompañando a su padre y a su tío, se embarcó para La Española en la flota del nuevo gobernador Nicolás de Ovando. En esa fecha, aunque se ha venido sosteniendo lo contrario, parece que Bartolomé todavía no era clérigo, y sus intereses eran más económicos que religiosos. Actuaba como un colono más: fue minero y encomendero en La Española, además de colaborador en las guerras de Jaraguá y del Higüey. Tuvo hacienda e indios en las orillas del río Janique y hasta 1514 siguió siendo estanciero.


Entretanto, en 1507, regresó al Viejo Mundo y marchó a Roma, donde recibió las órdenes sacerdotales. Sin embargo, esperó hasta 1510 para cantar su primera misa en Concepción de la Vega. En la primavera de 1512, tras vender su hacienda, se unió a la conquista de Cuba, como capellán de los conquistadores, y recibió una buena encomienda que atendió hasta 1514. Será a mediados de este año cuando Las Casas viva su primera conversión y renuncie a los indios de su repartimiento por razones de conciencia. Estaba convencido de que debía "procurar el remedio de estas gentes divinalmente ordenado". Se sentía predestinado para esta misión.


Vuelto a Santo Domingo, estableció contacto con los dominicos. Fray Pedro de Córdoba decidió enviar a Bartolomé, junto con Antonio de Montesinos, a España para denunciar la encomienda y sus abusos. Las Casas y Montesinos pudieron entrevistarse el 23 de diciembre de 1515 con Fernando el Católico, ya muy enfermo. También hablaron con el obispo Rodríguez de Fonseca que no les concedió mayor atención. Mejor suerte tuvieron al dirigirse al cardenal Jiménez de Cisneros y a Adriano de Utrecht (futuro Papa Adriano VI), con los que discutieron algunos remedios, como enviar a Santo Domingo a tres frailes jerónimos en calidad de gobernadores. Las Casas les acompañaría como asesor y por esas mismas fechas fue también nombrado "procurador o protector universal de todos los indios de las Indias".


De regreso nuevamente en La Española, en 1517, los jerónimos entraron pronto en conflicto con Las Casas y los dominicos, quienes volvieron a enviar a Bartolomé a España. El 19 de mayo de 1520 obtuvo en La Coruña una capitulación para llevar a cabo un proyecto de colonización pacífica en la costa de Paria, actual Venezuela. A principios de 1521 emprendió viaje con sus labradores españoles hacia San Juan de Puerto Rico. Su idea era establecer en Paria a esos labradores y propiciar de manera pacífica el acercamiento a los indios que, conservando plenamente su libertad, escucharían la predicación del Evangelio y, sin violencia alguna, como la gente de otros muchos lugares, aceptarían al rey de España como el suyo propio. A finales de 1521, tras fracasar, reemprendió viaje a Santo Domingo.


Un año después, Las Casas decidió ingresar en la orden de predicadores. A esta iniciativa se la denomina su segunda conversión. La vida conventual le proporcionó a fray Bartolomé tiempo para el estudio y la iniciación de sus primeras obras escritas. Estuvo hasta 1526 en el convento dominico de la ciudad de Santo Domingo, y en ese año se le encomendó establecer otro convento en Puerto Plata. Además de algunos memoriales que había redactado ya haciendo denuncias y proponiendo remedios, dio entonces comienzo a su Historia de las Indias, que habría de prolongarse hasta 1552, por lo menos.


A partir de 1531 comenzó a predicar en Puerto de Plata contra los colonos españoles, los cuales consiguieron que sus superiores lo trasladaran a Santo Domingo. En esta capital, en 1533, consiguió la rendición del cacique Enriquillo, sublevado desde 1519. A finales de 1534, fray Bartolomé y otros tres dominicos emprendieron un viaje al Perú para trabajar en defensa de los indios y fortalecer también las actividades de su orden. Una serie de dificultades impidió a Las Casas llegar a su destino. En lugar de ello, estuvo en Panamá, Nicaragua y México (1536).


De allí pasó a Guatemala, en donde residió poco menos de dos años. En ese lugar escribió otra de sus obras más importantes, la intitulada De unico vocationis modo, conocida en español como Del único modo de atraer a todos los pueblos a la verdadera religión. En ese largo tratado la tesis central era que la única forma de promover la conversión de cualquier ser humano no era otra que la vía de la persuasión y jamás valiéndose de las armas o de cualquier otra manera de violencia. Proceder así sería actuación "temeraria, injusta, inicua y tiránica". En paralelo con lo que escribía, acometió entonces el proyecto de penetración pacífica en la región de Tezulutlán, considerada hasta entonces como tierra de guerra en Guatemala. La entrada en la que se llamaría la Vera Paz, implicaba la prohibición de que ningunos otros españoles podrían pasar a ella en tanto que allí se efectuaba la conversión de los indígenas en términos del único modo de atraer a todos los pueblos a la verdadera religión, por medio del diálogo y la persuasión.


� Éste, prestando oídos a las demandas de Las Casas, convocó a las que se conocen como Juntas de Valladolid en las que fray Bartolomé, según se dice, presentó su Brevísima relación de la destrucción de las Indias y Los dieciséis remedios para la reformación de las Indias.


� Él acostumbraba a abordar todos los temas de actualidad desde una triple perspectiva: jurídica, teológica y filosófica.


� Lección que se considera iniciadora del Derecho Internacional.


� Tierras (cosas) sin dueño.


� Vitoria dedicó una conferencia especial al tema de la Guerra Justa, señalando  los siguientes requisitos para que ésta se configure: autoridad legítima, causa justa (o sea, la existencia de una negación de un Derecho Natural) y rectitud de intenciones (como obtener una paz duradera).


� En 1542 y entre 1550-1552.


� Hacia 1545 se derogó esta ley.
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